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"Lo nuestro y nuestras necesidades ni son millones de pesos, ni carreteras nuevas ni 
modernas casas, ni vestidos, ni nuevos sistemas educativos, ni sistemas jurídicos y 
electorales que desconozcan las autoridades tradicionales indígenas. Sabemos muy 
bien cuál es nuestra lengua, nuestras costumbres, tradición y ley. Lo nuestro es la 
Sierra, lugar enmarcado por la Línea Negra, con su parte de mar y con los materiales 
sagrados con los que hacemos pagamentos a la Madre Tierra, con la Sierra sí que 
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DEDICATORIA 
Al pueblo Kankuamo que pese a las adversidades ha luchado incansablemente 
por la reivindicación y la satisfacción de sus derechos y por el mantenimiento de 
su diversidad histórica, social y cultural. 
GLOSARIO 
Conflicto armado interno o conflicto armado no internacional: son 
enfrentamientos armados prolongados que ocurren entre fuerzas armadas 
gubernamentales y las fuerzas de uno o más grupos armados, o entre estos 
grupos, que surgen en el territorio de un Estado [Parte en los Convenios de 
Ginebra]. El enfrentamiento armado debe alcanzar un nivel mínimo de intensidad 
y las partes que participan en el conflicto deben poseer una organización mínima. 
Derechos Humanos: los derechos humanos son derechos inherentes a todos 
los seres humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, lugar de residencia, 
sexo, origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición. 
Todos tenemos los mismos derechos humanos, sin discriminación alguna. Estos 
derechos son interrelacionados, interdependientes e indivisibles. 
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Declaración: declaración de principios generales que, aunque no es por fuerza 
vinculante legalmente, puede tener considerable autoridad. 
Convenio, Convención o Pacto: tratado o acuerdo formal, legalmente 
vinculante, entre Estados Soberanos. 
Ratificación o adhesión: la decisión de un Estado soberano de adherirse a un 
tratado o acuerdo y de vincularse a las disposiciones en él contenidas. 
Pueblo Indígena: de acuerdo con el Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo, se consideran como tales a los descendientes de 
poblaciones que habitaban en el país o en la región geográfica a la que 
pertenecía el país en la época de la conquista o de la colonización o del 
establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea su 
situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 
Justicia transicional: abarca toda la variedad de procesos y mecanismos, 
judiciales o extrajudiciales, con o sin niveles de participación internacional, 
asociados con los intentos de una sociedad por resolver los problemas derivados 
de un pasado de abusos a gran escala, a fin de que los responsables rindan 
cuentas de sus actos ante la justicia, logrando la reconciliación. 
Medidas de reparación simbólica: en el plano judicial involucran el 
aseguramiento de la memoria histórica, la aceptación pública de la comisión de 
los delitos por parte de los victimarios, el perdón difundido y el restablecimiento 
de la dignidad de las víctimas. 
Reparación colectiva: recuperación psicológica y social de las comunidades 
victimizadas. 
Sujetos colectivos de derechos: para efectos del presente trabajo, es el 
reconocimiento de los pueblos indígenas como sujetos colectivos de derechos, 
o sea, con derecho a su propia identidad y nacionalidad histórica de conformidad 
con sus tradiciones y costumbres y por ende su derecho a la libre o auto 
determinación y al autogobierno. 
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RESUMEN Y PALABRAS CLAVES 
Haciendo un recorrido por los derechos humanos, que pasa por la normativa 
internacional hasta descender a la normativa interna, el presente proyecto tiene 
como finalidad generar una contribución al proceso de reparación simbólica de 
la comunidad del pueblo indígena Kankuamo. 
Con un enfoque transversal, el proyecto recoge la cosmovisión del pueblo 
Kankuamo para propender de ésta manera por actividades y resultados que 
tiendan principalmente al restablecimiento de sus derechos. 
Reparación simbólica — pueblo Kankuamo — pueblo indígena — Ley de Origen - 
justicia y paz — Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas — 
Convenio 169 de la OIT — Sierra Nevada de Santa Marta. 
ABSTRACT AND KEY WORDS 
Making a tour of the human rights international law passes to descend to the 
internal regulations, this project aims to create a symbolic contribution to the 
process of repairing the Kankuamo indigenous community. 
With a horizontal approach, the project includes the worldview of Kankuamo 
people to incline this way for activities and results that tend primarily to the 
restoration of their rights. 
Symbolic reparation - Kankuamo people - indigenous people - Origin Law - justice 
and peace - Declaration on the Rights of Indigenous Peoples - IOT Convention 
169 - Sierra Nevada de Santa Marta. 
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INTRODUCCIÓN 
En el principio de todos los tiempos, en el contexto de nuestros orígenes, resalta 
con propiedad la palabra ancestral de los pueblos indígenas de nuestra Sierra 
Nevada de Santa Marta, con vigencia irrebatible del aquí y el ahora, de sus 
creencias y costumbres, del primer mundo que ellos llaman "sein zare" cuando 
el todo conllevaba a la existencia de una célula universal de vida, y de la mano 
de la madre naturaleza, evoluciona la materialidad unida indefectiblemente a la 
espiritualidad desde donde provienen los principios del origen del pueblo 
Kankuamo, que junto con los otros pueblos indígenas de la Sierra Nevada, 
Kogui, Wiwa y Arhuaco, tienen una misma génesis, desde donde se mantenían 
solo en estado de armonía del pensamiento y del espíritu. 
El fundamento del plan propio del pueblo Kankuamo para la perpetuidad de la 
vida en el tiempo, encuentra su sustento en la Ley de Origen, en donde se 
mantienen el orden y el equilibrio natural y universal de todo lo que existe, regido 
por los principios ancestrales establecidos en la ley natural, la cual se materializa 
en el territorio al que consideran sagrado en su integridad, donde está todo el 
ordenamiento que contiene los códigos fundamentales como los espacios y sitios 
sagrados, de gobierno, estamentos para mantener, gobernar y controlar 
colectivamente el ordenamiento para la permanencia y el respeto por la cultura 
de su pueblo. 
De acuerdo con lo advertido, una de las diferencias fundamentales entre la 
sociedad denominada comúnmente como occidental y las sociedades indígenas 
está en la concepción del mundo, la existencia de todas las cosas y la noción de 
individuo. Para occidente lo importante es la persona humana individualmente 
considerada, en la cultura indígena la comunidad es el eje de todas las 
relaciones. Es por ello que cuando nos referimos a los derechos de los pueblos 
indígenas, tenemos que tener en cuenta especialmente el carácter colectivo e 
integral del pueblo como etnia, de acuerdo a su cosmovisión y Ley de Origen. 
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El carácter colectivo comprende su forma de ser, de sentir, de actuar frente a la 
naturaleza y el mundo, y su relación entre sí y los demás seres, incluidos los 
hombres que no pertenecen a etnia alguna, bajo los conceptos de equilibrio y 
armonía. Estos conceptos están orientados al mantenimiento de la memoria 
histórica y a la cohesión social del grupo étnico como unidad diferenciada, al del 
acervo cultural y de autonomía que les han sido reconocidos institucionalmente, 
como veremos más adelante. 
El carácter integral obedece a su visión comprensiva de los elementos de la 
naturaleza, partiendo de su territorio, al que consideran elemento fundamental y 
esencial sobre el cual reposan su integridad étnica y cultural, así como de su 
autonomía política y el desarrollo propio de su pueblo. El Kankuamo, a través de 
la declaración conjunta de los pueblos indígenas que habitan la Sierra Nevada 
de Santa Marta, ya mencionados, expresan: 
La tierra, que nos fue dada desde el origen, es la que sustenta nuestra convivencia, 
nuestra razón de ser como indígenas nativos de la Sierra. En el territorio están las 
normas que como portadores de una cultura propia debemos cumplir. Todos y cada 
uno de los sitios donde está nuestra historia son los que componen lo que podremos 
denominar como territorio propio, como espacio sagrado que alimenta, fortalece y 
nos da existencia en este planeta. 
Por lo tanto, este espacio es propio de todos y cada uno de aquellos pueblos a los 
que la madre espiritual les encomendó unas misiones específicas que debemos 
cumplir y que tan solo se pueden concretar en el espacio Umunukunu (Sierra 
nevada). En últimas, el territorio es donde están escritas las leyes y la historia sin las 
cuales no seríamos pueblos con culturas diferentes (...). 
Estas facultades ancestrales se han visto abatidas por vergonzosos fenómenos 
de violencia. La memoria histórica de este pueblo originario está marcada con 
altos índices de violaciones a los derechos colectivos como la perdida territorial, 
afectaciones culturales, la pérdida de su identidad y el bien preciado de la vida 
de miembros de la etnia por medio de la perpetración de masacres, lo que 
además ha traído desolación, dolor a sus almas y desarraigo familiar, frente a lo 
cual ellos piden, entre otras cosas, que se les permita limpiar la sangre 
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derramada, en muchos casos bajo la mirada silenciosa del Estado y sus 
instituciones, lo cual nos conlleva a sostener en nuestras manos la página 
histórica del conflicto interno armado en Colombia, al ejercicio de nuestros 
pensamientos para no olvidar lo acontecido y emprender la tarea de contribuir al 
restablecimiento de los derechos del pueblo indígena Kankuamo mediante 
medidas de reparación simbólica pero que representan la esencia de su 
existencia misma, como privilegiada manera de responder a las necesidades 
devenidas de sus usos y costumbres, diversidad étnica y cultural. 
La reparación para el pueblo Kankuamo es un concepto que se está 
construyendo mediante un proceso de reflexión colectiva. Respetando sus 
voces, consideramos que una gran y verdadera reparación de las afectaciones 
causadas debe privilegiar el restablecimiento del equilibrio y la armonía de su 
pueblo mediante acciones transformadoras y justas, dirigidas, por un lado, a 
fortalecer su dignidad, su autodeterminación y las instituciones que le son 
propias; y, por otro, a garantizar el goce efectivo del territorio ancestral, pues 
hemos podido advertir que el territorio ha jugado un papel fundamental en el 
infortunio de este pueblo, en tanto que, como se detallara más adelante, debido 
a la posición estratégica de Sierra Nevada de Santa Marta y por reunir una gran 
riqueza y biodiversidad, tales factores han contribuido a la exacerbación de 
violencia por parte de grupos organizados al margen de la ley quienes se han 
disputado ese territorio para ejercer dominio y desarrollar sus actividades 
ilegales. 
Esa forma de restablecimiento de derechos debe ser, en consecuencia, cultural 
y colectiva, y por ello los primeros pasos deben ir dirigidos al reconocimiento 
practico, y no en el papel, de sus valores, por todo lo cual se hace necesario que 
se implementen acciones encaminadas, entre otras: a promover el retorno de 
los indígenas a su territorio en condiciones dignas, pues solo en la medida del 
retorno podrán restablecerse culturalmente; al respeto y protección de los sitios 
sagrados; recuperación y preservación de la memoria histórica; al 
establecimiento de un plan de atención psicológica e intercultural, en aras de, en 
la medida de lo posible, sanar las heridas invisibles pero que han dejado huellas 
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en las víctimas, así como para hacerle frente a conductas en otrora inexistentes, 
como prostitución entre sus miembros, drogadicción, desacatos, alcoholismo y 
rebeldía. 
Llegó la hora de trabajar en procura de un verdadero cambio de pensamiento y 
de comportamiento, tanto institucional como a nivel personal, a efectos de dejar 
de ser simples espectadores y asumir una actitud propositiva encaminada al 
restablecimiento de los derechos del pueblo indígena Kankuamo. Los pasos en 
este recorrido nos mueven de las tinieblas hacia la luz, para al final poder 
encontrarnos con un país reconciliado con un pasado que estuvo plagado de 
faltas, con un presente que lucha por la supervivencia de sus razas y su cultura 
y con un futuro lleno de esperanzas para las nuevas generaciones donde prime 
el respeto por las diferencia. 
JUSTIFICACIÓN Y FUNDAMENTOS TEÓRICOS. 
INSTRUMENTOS INTERNACIONALES QUE RECONOCEN EN PARTICULAR 
LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS. 
Como resultado de una larga lucha histórica que han librado los pueblos 
indígenas por la defensa de sus territorios y costumbres ante la colonización, la 
imposición de culturas, la explotación de su mano de obra y de sus 
conocimientos, y la pretensión de los Estados de apoderarse de sus recursos 
naturales, han ido ganando espacio en los planos nacional e internacional, 
obteniendo cada vez más notoriedad, logrando que su voz se escuche y sus 
derechos sean reconocidos y desarrollados en instrumentos internacionales 
específicos, e incorporados a los derechos internos. 
Particularmente, se hará referencia en este trabajo a la Declaración sobre los 
pueblos indígenas y al Convenio 169 de la OIT, que desarrollan de manera 
específica los derechos de los pueblos indígenas como sujetos colectivos de 
derecho, los cuales inescindiblemente se encuentran vinculados y se 
complementan con otros instrumentos internacionales sobre derechos humanos 
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como son: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención 
Internacional Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
Racial, la Convención de los Derechos del Niño, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Internacional Sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, la Declaración y 
Programa de Acción de Durban, la Declaración Universal de Derechos 
Lingüísticos, El proyecto de Declaración de Derechos Indígenas de la 
Organización de Estados Americanos, el Foro Permanente para las Cuestiones 
Indígenas en el seno de las Naciones Unidas, entre otros. 
El cambio de paradigma que conllevó al reconocimiento por parte de los Estados 
de la existencia de grupos étnicos y de la normativa que en particular protege 
sus derechos, permitió que dejen de ser considerados una "realidad fáctica para 
pasar a convertirse en sujeto pleno de derechos, que no se reducen al derecho 
de sus miembros individualmente considerados, sino se radican en la comunidad 
misma, dotada de singularidad propial. 
A pesar del reconocimiento en la Declaración Universal de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano a la libertad, dignidad e igualdad de todos los seres 
humanos, "sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición", los pueblos indígenas requerían de un 
marco de derechos que respondiera a sus realidades y problemáticas. Fue así 
como después de casi dos décadas de negociaciones, la Asamblea General de 
las Naciones Unidas aprobó la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas el 13 de septiembre de 20072, documento que hace hincapié en el 
derecho de los pueblos indígenas a vivir dignamente, a preservar y fortalecer sus 
propias instituciones, culturas y tradiciones, además de hacer énfasis en el 
derecho a la búsqueda de su propio desarrollo de manera determinada y libre, 
de conformidad con sus necesidades e intereses. En términos generales: 
1 
 Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Yakye Axa vs Paraguay. Párr. 83. 
2 
 Con relación al trámite que se surtió antes de la aprobación de la Declaración por parte de la Asamblea 
General, ver la reseña histórica de la Organización de las Naciones Unidas. Recuperado de: 
http://undesadsód.orq/indioenouses/Portada/Declaraci°/0C3%83n.asu Última visita 17 de agosto de 2015. 
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La Declaración aborda, entre otros, los derechos individuales y los derechos 
colectivos, los derechos culturales y la identidad, y los derechos a la educación, la 
salud, el empleo y el idioma. El texto afirma que los pueblos indígenas tienen 
derecho, como pueblo o como personas, al disfrute pleno de todos los derechos 
humanos y las libertades fundamentales reconocidos por la Carta de las Naciones 
Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos y la normativa internacional 
de los derechos humanos. Los pueblos y las personas indígenas son libres e iguales 
a todos los demás pueblos y personas y tienen derecho a no ser objeto de ninguna 
discriminación en el ejercicio de sus derechos que esté fundada, en particular, en su 
origen o identidad indígena. Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre 
determinación. En virtud de este derecho pueden determinar libremente su condición 
política y perseguir libremente su desarrollo económico, social y cultural. Los pueblos 
indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, 
jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a 
participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural 
del Estado3. 
Los elementos más notables que contiene la Declaración son: 
Diecisiete de los 46 artículos de la Declaración se refieren a la cultura indígena y 
a cómo protegerla y promoverla, respetando el aporte directo de los pueblos 
indígenas en la toma de decisiones y asignando recursos a la educación en 
idiomas indígenas y a otras esferas. 
Quince de los 46 artículos de la Declaración se refieren a la participación de los 
pueblos indígenas en todas las decisiones que afectan a sus vidas, incluida la 
participación efectiva en un sistema de gobierno democrático. 
La Declaración confirma el derecho de los pueblos indígenas a la libre 
determinación y reconoce los derechos relacionados con los medios de 
subsistencia y el derecho a las tierras, territorios y recursos. 
La Declaración reconoce que los pueblos indígenas desposeídos de sus medios 
de subsistencia y desarrollo tienen derecho a una reparación justa y equitativa. 
Esencialmente, la Declaración prohíbe la discriminación contra los pueblos 
indígenas y promueve su participación plena y efectiva en todos los asuntos que 
3 En: http://www.un.ora/es/events/indiaenousdav/pdf/indiaenousdeclaration faas.pdf Última visita 14 de 
agosto de 2015. 
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les conciernen, así como su derecho a seguir siendo diferentes y a perseguir su 
propia visión del desarrollo económico y socia14. 
La Declaración establece que los pueblos indígenas tienen derecho al disfrute 
pleno de todos los derechos humanos y libertades fundamentales y a no ser 
objeto de discriminación, ni como pueblos ni como individuos; también, otorga 
preeminencia a los derechos colectivos, bajo el reconocimiento que los pueblos 
indígenas acostumbran a organizarse colectivamente. De ahí que el mecanismo 
de expertos sobre los derechos de los pueblos indígenas hubiera referido sobre 
este aspecto: 
A menudo las culturas indígenas encarnan valores de responsabilidad colectiva y 
respeto por los ancianos, los antepasados, los espíritus y la comunidad. Estos valores 
pueden guiar el comportamiento de los individuos indígenas en la vida cotidiana... 
Los pueblos indígenas tienen estructuras e instituciones singulares que se han 
desarrollado con el tiempo. Estas estructuras suelen basarse en la familia como 
unidad primordial y se expanden en forma de instituciones comunales y sociales más 
amplias, y en general se gobiernan por el derecho indígena y el magisterio sagrado. 
(.«.) 
Los pueblos indígenas han afirmado persistentemente la naturaleza colectiva de sus 
derechos culturales. La Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
dispone claramente que los derechos culturales pueden pertenecer a los pueblos 
indígenas a título colectivo. Otros instrumentos como la Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos reconocen también los derechos colectivos. Esos 
instrumentos reconocen el valor de la colectividad por derecho propio y, también, las 
violaciones que se han producido contra culturas de colectividades tales como los 
pueblos indígenas. Uno de los desafíos que plantea el reconocimiento de los 
derechos de las colectividades a la cultura es la idea de que representan una 
amenaza para la soberanía de los Estados. No obstante, en muchos casos es el que 
los Estados no hayan reconocido a las colectividades, en un intento de asimilarlas 
y/o someterlas a discriminación, lo que ha dado pábulo a los deseos de los grupos 
de desafiar la autoridad del Estado5. 
4 Ibídem. 
5 ONU, Consejo de Derechos Humanos Mecanismo de expertos sobre los derechos de los pueblos 
indígenas. Quinto período de sesiones 9 a 13 de julio de 2012. A/HRC/EMRIP/2012/3 
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Cobra especialmente importancia la Declaración porque, además de reconocer 
derechos colectivos territoriales, políticos, económicos y sociales, pone especial 
acento en los derechos culturales, los cuales revisten una importancia 
fundamental en tanto que comprenden todas las expresiones de la existencia de 
los pueblos y reflejan y configuran "los valores del bienestar y la vida económica, 
social y política de los individuos, los grupos y las comunidades" 6; además, 
debido a que forman parte de los derechos humanos, "[s]u promoción y respeto 
cabales son esenciales para mantener la dignidad humana y para la interacción 
social positiva de individuos y comunidades en un mundo caracterizado por la 
diversidad y la pluralidad cultural". Al respecto, el artículo 8 enseña que: 
Los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a no ser sometidos a una 
asimilación forzada ni a la destrucción de su cultura. 
Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la prevención y el 
resarcimiento de: a) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia privarlos de su 
integridad como pueblos distintos o de sus valores culturales o su identidad étnica; 
Todo acto que tenga por objeto o consecuencia desposeerlos de sus tierras, 
territorios o recursos; 
Toda forma de traslado forzado de población que tenga por objeto o consecuencia 
la violación o el menoscabo de cualquiera de sus derechos; 
Toda forma de asimilación o integración forzada; 
Toda forma de propaganda que tenga como fin promover o incitar a la 
discriminación racial o étnica dirigida contra ellos. 
A su turno, el artículo 11 refiere a la revitalización cultural, tendiente a la 
recuperación y respeto de los bienes que hacen parte del patrimonio ancestral 
colectivo de los pueblos indígenas, en los siguientes términos: 
1. Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y 
costumbres culturales. Ello incluye el derecho a mantener, proteger y desarrollar las 
manifestaciones pasadas, presentes y futuras de sus culturas, como lugares 
6 ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 43° período de sesiones Ginebra, 2 a 20 
de noviembre de 2009. E/C.12/GC/21. 
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arqueológicos e históricos, objetos, diseños, ceremonias, tecnologías, artes visuales 
e interpretativas y literaturas. 
2. Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, que 
podrán incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas, 
respecto de los bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan 
sido privados sin su consentimiento libre, previo e informado o en violación de sus 
leyes, tradiciones y costumbres. 
Por su parte, los artículos 12 y 13, con relación a las manifestaciones culturales, 
lenguas, escritura, lugares sagrados y objetos culturales, establecen en cabeza 
de los Estados, entre otras cosas, la responsabilidad de reconocer, respetar y 
promover las diversas formas de expresión cultural y ancestral en la sociedad, 
acudiendo para ello a todos los mecanismos y medios posibles de transmisión 
cultural con la plena participación de los pueblos indígenas. En efecto, esos 
artículos enseñan: 
Artículo 12 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a manifestar, practicar, 
desarrollar y enseñar sus tradiciones, costumbres y ceremonias espirituales y 
religiosas; a mantener y proteger sus lugares religiosos y culturales y a acceder a 
ellos privadamente; a utilizar y controlar sus objetos de culto, y a obtener la 
repatriación de sus restos humanos. 
2. Los Estados procurarán facilitar el acceso y/o la repatriación de objetos de culto y 
de restos humanos que posean mediante mecanismos justos, transparentes y 
eficaces establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas interesados. 
Artículo 13 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, fomentar y 
transmitir a las generaciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones orales, 
filosofías, sistemas de escritura y literaturas, ya atribuir nombres a sus comunidades, 
lugares y personas, así como a mantenerlos. 
2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar la protección de ese 
derecho y también para asegurar que los pueblos indígenas puedan entender y 
hacerse entender en las actuaciones políticas, jurídicas y administrativas, 
proporcionando para ello, cuando sea necesario, servicios de interpretación u otros 
medios adecuados. 
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En cuanto hace a las garantías de diversidad cultural y la no discriminación, 
mediante las cuales se reconoce el derecho a ser diferentes y el aporte de cada 
pueblo a esa diversidad, se rechaza el racismo y se reconocen las injusticias 
históricas y sus consecuencias, el artículo 15 enseña: 
Los pueblos indígenas tienen derecho a que la dignidad y diversidad de sus 
culturas, tradiciones, historias y aspiraciones queden debidamente reflejadas en la 
educación pública y los medios de información públicos. 
Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consulta y cooperación con los 
pueblos indígenas interesados, para combatir los prejuicios y eliminar la 
discriminación y promover la tolerancia, la comprensión y las buenas relaciones entre 
los pueblos indígenas y todos los demás sectores de la sociedad. 
De otro lado, aunque se considere formalmente que la Declaración sobre los 
derechos de los pueblos indígenas no es jurídicamente vinculante, ya que por su 
carácter de Declaración expresa un valor político, ético y moral que no obliga a 
los Estados a su cumplimiento, lo cierto es que, como bien se ha indicado: 
(...) contiene ciertas singularidades que pueden acabar generando obligaciones de 
cumplir e implementar sus derechos para los países". En efecto "[e]n primer lugar la 
Declaración contiene un artículo especialmente relevante. El artículo 42 establece 
obligaciones concretas para las instituciones internacionales y para los gobiernos 
para promover el respeto y la plena aplicación de la Declaración: "Las Naciones 
Unidas, sus órganos, incluido el Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas, y 
los organismos especializados, incluso a nivel local, así como los Estados, 
promoverán el respeto y la plena aplicación de las disposiciones de la presente 
Declaración y velarán por su eficacia. 
Además existen otros artículos que sugieren la necesidad de que los Estados 
adopten medidas concretas para promover la Declaración. Podemos citar por un lado 
al artículo 38: "Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, 
adoptarán las medidas apropiadas, incluidas medidas legislativas, para alcanzar los 
fines de la presente Declaración". Como se ve, este artículo sugiere que los Estados 
deben adoptar alguna norma jurídica o que la Declaración sea convertida en ley para 
hacer efectivo los derechos de los pueblos indígenas de sus respectivos países. En 
ese mismo sentido, podemos citar también el artículo 39 de la Declaración que 
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expresa lo siguiente: "Los pueblos indígenas tienen derecho a recibir asistencia 
financiera y técnica de los Estados y por conducto de la cooperación internacional 
para el disfrute de los derechos enunciados en la presente Declaración." 
Recibir fondos de la cooperación internacional para fortalecer los derechos de los 
pueblos indígenas no es un acto ilícito tal como han querido hacer parecer ciertos 
Estados, al contrario, es un apoyo concreto para los pueblos indígenas ante el olvido 
de los Estados. 
Podemos también afirmar como otra singularidad de la Declaración que la mayor 
parte de los derechos que establece son ya derechos humanos consagrados 
internacionalmente para todas las personas a través de otros Tratados 
Internacionales en los que se han establecido y que los países han firmado y 
ratificado. Por lo tanto la Declaración en sí misma no introduce derechos nuevos en 
sentido estricto. Plantea la interpretación de toda una serie de derechos humanos ya 
consagrados en el ámbito internacional desde las circunstancias especiales de los 
pueblos indígenas, lo cual es absolutamente coherente con los Principios de 
Aplicación del Derecho Internacional, como, por ejemplo, el Principio Pro Homine (el 
principio de dar prioridad a los derechos y la dignidad humana). 
En consecuencia, podríamos llegar a afirmar que la mayor parte de los derechos 
establecidos en la Declaración forman parte del Derecho Consuetudinario 
Internacional, ya que han sido establecidos en Tratados Internacionales ampliamente 
ratificados por los países miembros de las Naciones Unidas, e incluso, porque la 
misma Declaración fue favorablemente votada por un número importante de países 
(143) y actualmente ninguno de los países que votaron en contra mantienen esa 
postura (Tukui Shimi, 2010, p.4). 
Si bien Colombia se abstuvo de adoptar la Declaración en la votación final de la 
Asamblea de las Naciones Unidas por considerar, entre otras cosas, que la 
Constitución Nacional prohíbe limitar la presencia militar en los territorios 
indígenas, como lo señala la Declaración en su artículo 30 (Gómez-Rojas, 2010), 
siendo el único país latinoamericano en adoptar esa postura, en el año 2009 
revirtió su posición y anunció su adhesión7 en los siguientes términos: 
7 El 20 de abril de 2009, mediante carta del Viceministro de Relaciones Multilaterales dirigida al Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Colombia expresaba su apoyo a la 
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En este sentido, y si bien no constituye un instrumento jurídicamente vinculante, el 
gobierno desea reconocer la importancia histórica de la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y valorar las aspiraciones que 
la han fundamentado así como los esfuerzos de todas aquellas personas y 
organizaciones que la promovieron. Este reconocimiento del Estado colombiano se 
hace con las salvedades expresadas en su oportunidad. 
Es por ello, que en su compromiso por profundizar la relación entre las instituciones 
gubernamentales y los pueblos indígenas y animado por el sincero deseo de avanzar 
en la construcción de confianza yen la consolidación de vías que permitan un mejor 
entendimiento, el Gobierno nacional hará entrega en el día de hoy, de una nota 
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas en la que expresa su respaldo 
unilateral a la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, a su espíritu y a los principios que inspiraron su redacción" (Konrad 
Adenauer Stiftung, 2009, p. 17). 
Antes de la adopción de la Declaración de las Naciones Unidas, la Organización 
Internacional del Trabajo —OIT- en una primera iniciativa para la elaboración de 
un instrumento sobre poblaciones indígenas y tribales que se dio en 1967 con el 
Convenio 107 de la OIT, respecto del cual el periodo de ratificación ya concluyó, 
se había dejado entrever ciertas limitaciones por lo que los pueblos indígenas 
solicitaron la reformulación de nuevos criterios internacionales, de tal suerte que: 
El Consejo de Administración de la OIT convocó a una Comisión de Expertos en 1986 
y ésta concluyó que el "enfoque integracionista del Convenio estaba obsoleto y que 
su aplicación era prejudicial en el mundo moderno". Luego, el Convenio fue revisado 
durante 1988 - 1989, y en 1989 se adoptó el Convenio núm. 169. Desde la adopción 
de este último Convenio, el Convenio núm. 107 ya no quedó abierto para ratificación. 
Sin embargo, continúa estando en vigencia para 18 países, muchos de los cuales 
tienen poblaciones significativas de indígenas, y sigue siendo un instrumento útil en 
esos países ya que cubre muchas áreas que son clave para estos puebloss 
Declaración y a los principios contenidos en ella y hacía suyos los conceptos de igualdad, respeto por la 
diversidad y no discriminación que constituyen el fundamento de la Declaración. 
Verhttp://pib.socioambiental.oro/filesifile/PIB institucional/El deber de consulta.pdf Última visita 13 de 
agosto de 2015. 
8 En: http://www.ilo.org/indioenous/Conventions/no107/lano—es/index.htm Última visita 13 de agosto de 
2015. 
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Posteriormente, el 27 de junio de 1989, se aprobó en Ginebra el Convenio No. 
169 sobre Pueblos Indígenas y Tribalesg, considerando que los indígenas 
constituyen pueblos, o sea, sujetos colectivos de derecho, de tal manera que los 
derechos son ejercidos por todo el pueblo considerado como tal, distinguiéndose 
de los derechos individuales, así como de los derechos colectivos o difusos, en 
tanto que: "Ella comunidad indígena es un sujeto colectivo y no una simple 
sumatoria de sujetos individuales que comparten los mismos derechos intereses 
difusos o colectivos (.....). En el primer evento es indiscutible la titularidad de los 
derechos fundamentales, mientras que en el segundo los afectados pueden 
proceder a la defensa de sus derechos o intereses colectivos mediante el 
ejercicio de las acciones populares" (Sánchez, 1998), de tal manera que: 
quien reclama los derechos de participación o al territorio, no son las comunidades, 
ni los indígenas de manera indeterminada, sino que el pueblo, globalmente 
considerado, a través de sus legítimos representantes. En materia de derechos ante 
la justicia, se consagran derechos colectivos, aunque subsisten los derechos 
individuales clásicos. En efecto, respecto del individuo, el reclamo porque el tribunal 
reconozca su específica identidad no es más que el ejercicio de su derecho a 
defensa; mientras que respecto del pueblo, el asunto consiste en el reconocimiento 
que se hará de su derecho a que la costumbre sea considerada por los tribunales y 
por el Estado en general. Si bien el Convenio se refiere en términos sustanciales a 
los derechos colectivos de los pueblos indígenas, también resguarda los derechos 
individuales de las personas indígenas, sea de manera expresa o indirectamente; 
porque el uso del Convenio no significa que un indígena no pueda exigir sus 
derechos en cuanto individuo (v. gr. Derecho a defensa, debido proceso, ser oído, 
etc.), el reconocimiento de los derechos colectivos no implica — de ningún modo- la 
derogación de otros derechos fundamentales (Rodrigo,2010). 
Entre otras cosas, el Convenio se refiere a la conservación de las culturas e 
identidades de los indígenas, así como a sus modos de vida, costumbres, 
tradiciones, instituciones, normas consuetudinarias y formas de organización 
social; además, busca garantizar que las marcadas diferencias con la población 
9 
 Siendo Colombia el segundo país que ratificó e incorporó el Convenio a su legislación interna mediante la 
Ley 21 de 1991. 
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dominante sean tenidas en cuenta y respetadas al momento de adoptar alguna 
medida que repercuta sobre ellos, lo cual conlleva a que los Estados tengan el 
deber de consultar las medidas legislativas y administrativas que son 
susceptibles de afectarlos, mediante procedimientos apropiados, con la finalidad 
de llegar a un consenso o lograr su consentimiento acerca de las medidas que 
tengan incidencia en su desarrollo económico, social y cultural. Así mismo, el 
Convenio parte de que las culturas son dinámicas en el tiempo y espacio, y que 
los cambios culturales son intrínsecos y voluntarios, así entonces defiende la 
integridad de los pueblos indígenas contra presiones que tienden a la asimilación 
cultural forzosa. 
Especialmente el Convenio en el artículo 5 propende por la defensa de la 
identidad cultural, el derecho a la propia cultura y espiritualidad, en los siguientes 
términos: 
Al aplicar las disposiciones del presente Convenio: a) deberán reconocerse y 
protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, religiosos y espirituales 
propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente en consideración la 
índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva como individualmente; 
b) deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos 
pueblos; c) deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos 
interesados, medidas encaminadas a allanar las dificultades que experimenten 
dichos pueblos al afrontar nuevas condiciones de vida y de trabajo. 
En consonancia con lo expuesto en el precepto antes transcrito, el Relator 
Especial sobre la situación de los derechos humanos y libertades fundamentales 
de los indígenas, en el informe del 2002 indicó a la Comisión de Derechos 
Humanos lo siguiente: 
67. La preservación de las culturas indígenas (incluidos los elementos tangibles y 
los intangibles, las artes y los objetos artesanales, las tradiciones, los sistemas de 
conocimiento, los derechos de propiedad intelectual, la ordenación de los 
ecosistemas, la espiritualidad, etc.), es un componente esencial de un conjunto 
global de derechos humanos de los indígenas. Esto puede parecer obvio para 
cualquiera que dé por sentados los derechos culturales según figuran en la Carta 
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Internacional de Derechos Humanos. Sin embargo, la preservación de las culturas 
indígenas no es en modo alguno un proceso natural. Es más probable que sea a la 
inversa, puesto que, como se ha documentado en la bibliografía especializada 
sobre el tema, frecuentemente se han elaborado políticas públicas para eliminar y 
transformar las culturas indígenas porque su existencia se ha considerado como 
nociva para la idea del desarrollo y la integración nacional. Muchos países 
adoptaron políticas específicas para "asimilar" a los pueblos indígenas en la cultura 
"nacional" más amplia en el marco de una modernización cultural y social. Aunque 
esas ideas no cuentan ya con el apoyo que solían tener y cada vez son más los 
Estados que adoptan posturas favorables al multiculturalismo, todavía hay 
numerosos casos en que las culturas de los pueblos indígenas se enfrentan a 
fuertes presiones externas para que cambien, cuando no se encuentran 
verdaderamente al borde de la extinción. 68. La idea del multiculturalismo no 
entraña la preservación artificial de las culturas indígenas (o tribales) en algún tipo 
de museo, sino únicamente el derecho de toda comunidad humana a vivir con 
arreglo a las normas y visiones de su propia cultura. Algunas culturas cambian a lo 
largo del tiempo, pero sólo el tiempo dirá si alguna vez existirá una cultura universal 
o varias culturas locales, regionales, étnicas y nacionales interrelacionadas. Desde 
una perspectiva de derechos humanos, es evidente que el sujeto de los derechos 
culturales es el individuo, aunque esos derechos únicamente pueden disfrutarse 
plenamente por todas las personas en comunidad con otros miembros del grupo. 
Así pues, los indígenas piden garantías de que sus culturas recibirán el respeto y la 
consideración de que gozan otros grupos de la sociedad y de que disfrutarán de 
libertad para desarrollar su creatividad cultural en comunión con otros miembros de 
su grupo.'° 
DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS. 
Apelar a una definición estricta y común de "pueblos indígenas" se ha 
considerado inconveniente, por cuanto tal acepción y la satisfacción de sus 
derechos deberán corresponder a un determinado contexto y a una realidad 
10 Comisión de Derechos Humanos, 58° período de sesiones, E/CN.4/2002/97, 4 de Febrero del 2002. 
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histórica. Sin embargo, además de la aproximación al concepto ofrecida en el 
Convenio 169 de la OIT, la Subcomisión para la Prevención de la Discriminación 
y Protección de Minorías de la ONU ha referido que los pueblos indígenas: 
son comunidades, pueblos y naciones indígenas los que, teniendo una continuidad 
histórica en las sociedades anteriores a la invasión y precolonia les que se 
desarrollaron en sus territorios, se consideran distintos de otros sectores de las 
sociedades que ahora prevalecen en esos territorios o en parte de ellos. Constituyen 
ahora sectores no dominantes de la sociedad y tienen la determinación de preservar, 
desarrollar y transmitir a futuras generaciones sus territorios ancestrales y su 
identidad étnica como base de su existencia continuada como pueblo, de acuerdo 
con sus propios patrones culturales, sus instituciones sociales y sus sistemas 
legales.". 
Igualmente, se ha estimado que los elementos de los pueblos indígenas 
incluyen: 
- Estilos tradicionales de vida; 
Cultura y modo de vida diferentes a los de los otros segmentos de la población 
nacional, p.ej. la forma de subsistencia, el idioma, las costumbres, etc.; 
Organización social e instituciones políticas propias; y 
Vivir en continuidad histórica en un área determinada, o antes de que otros 
"invadieron" o vinieron al área12. 
Se ha considerado que de la Declaración de las Naciones Unidas y del Convenio 
de la OIT antes aludidos, se pueden identificar cinco derechos de los pueblos 
indígenas como sujetos de derecho colectivo que son: el derecho a la 
distintividad, el derecho a la igualdad, el derecho a lo propio, el derecho al 
mejoramiento socioeconómico, y al derecho preferente. 
La distintividad como derecho, alude a la posibilidad de considerarse a los 
pueblos indígenas, con sus nombres, lenguas, usos, costumbres, instituciones 
políticas, culturales, económicas y sociales, como diferentes de otros sectores 
'I ONU, Subcomisión para la Prevención de la Discriminación y Protección de Minorías, informe del Relator 
José Martínez Cobo, Estudio de Problema de Discriminación contra Poblaciones Indígenas— Conclusiones, 
Propuestas y Recomendaciones. E/CN.4/Sub.2/1986/7/Add.4, párr. 379. 




de la población, o sea, con características distintivas, y a ser respetados como 
tales, con base en el principio que unas culturas no son más valiosas que otras. 
Ese derecho a la diferencia debe ser protegido por el Estado legal y 
constitucionalmente a las colectividades estructuradas como pueblos indígenas, 
y con ello debe optar por políticas dirigidas a la diversidad histórica, social y 
cultural, y a promover el respeto entre las diversas etnias y pueblos, en 
tratándose de naciones multiculturales. Sobre el particular se ha dicho: 
La distinvidad como derecho. Es la posibilidad que tienen los indígenas de 
considerarse a sí mismos como diferentes, y a ser respetados como tales, bajo el 
principio de que sus características culturales no son menos valiosas que las de otras 
sociedades. Se trata de un derecho que reconoce a estos colectivos con sus nombres 
propios, sus usos y costumbres, lenguas y creencias. Es posible preguntarse si 
éticamente todos los valores de un pueblo indígena son legítimos. La respuesta es 
que los derechos propios no pueden ser pensados al margen de los derechos del 
otro. Saber determinar cuándo priman los derechos individuales sobre el derecho a 
la diversidad cultural es algo que deben conocer quienes interactúan con individuos 
y pueblos. Toda atención a un pueblo o a un sujeto indígena proveniente de un 
programa institucional, ha de partir del reconocimiento de su condición como sujeto 
colectivo, portador de la condición de distinto (GIZ, 2011, p.19). 
En consonancia con lo anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
en sentencia del 28 de noviembre de 2007, en el caso del Pueblo Saramaka vs. 
Surinam, sostuvo, en cuanto al deber del Estado en pro de la garantía de 
distintividad, lo siguiente: 
(...) el objetivo y el fin de las medidas requeridas en nombre de los miembros de los 
pueblos indígenas y tribales es garantizar que podrán continuar viviendo su modo de 
vida tradicional y que su identidad cultural, estructura social, sistema económico, 
costumbres, creencias y tradiciones distintivas serán respetadas, garantizadas y 
protegidas por los Estados. 
El derecho a la igualdad por su parte, implica que los pueblos indígenas sean 
valorados en sus diferencias culturales y por ello no ser discriminados; así 
mismo, tal y como acontece con otras sociedades, también cada pueblo indígena 
tiene el derecho a su personalidad cultural con base en su propio enfoque 
intercultural, de tal manera que no puede haber discriminación en el ejercicio de 
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sus derechos, sin que ello implique, en manera alguna, que el trato desigual que 
se les brinde por encontrarse en condiciones de desigualdad, con relación al 
grupo dominante, conlleve a discriminación. Al respecto se ha indicado: 
La no discriminación y la igualdad son componentes fundamentales del derecho 
internacional de los derechos humanos y elementos esenciales para el ejercicio y 
disfrute de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. El Comité 
para la Eliminación de la Discriminación Racial aclaró que el término "no 
discriminación" no implica que sea necesario un trato uniforme cuando existen 
diferencias importantes entre la situación de una persona o grupo y la de otros o, en 
otras palabras, cuando hay una justificación objetiva razonable para la diferencia de 
trato13. Es importante que los Estados tengan en cuenta las características especiales 
de los pueblos indígenas cuando apliquen el principio de no discriminación en sus 
legislaciones y sus prácticas. La Declaración estipula que los pueblos y los individuos 
indígenas son libres e iguales a todos los demás pueblos y personas y tienen derecho 
a no ser objeto de ningún tipo de discriminación en el ejercicio de sus derechos." La 
Declaración insta específicamente a los Estados a que adopten medidas para 
combatir los prejuicios, eliminar la discriminación y promover buenas relaciones entre 
los pueblos indígenas y todos los demás sectores de la sociedad, y a que faciliten 
mecanismos eficaces para la prevención y el resarcimiento de toda forma de 
propaganda que tenga como fin promover o incitar a la discriminación racial o étnica 
dirigida contra ellos". 
El derecho a lo propio guarda relación con el derecho a la distintividad y a la 
cultura. Alude a que un elemento definitorio de la identidad de los pueblos 
indígenas es su cultura propia, de ahí que los Estados tengan la obligación de 
prevenir y resarcir, por un lado, cualquier acto que tenga por objeto o 
consecuencia privar a los pueblos indígenas de su integridad como pueblos 
distintos, así como de sus valores culturales y diversidad étnica; y, por otro, evitar 
políticas de asimilación o integración forzosa que recaigan sobre sus idiomas o 
13 
 Recomendación general N° 32 (2009) Significado y alcance de las medidas especiales en la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial. 
14 Artículo 2 
15 
 Foro de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos de Asia y el Pacífico y la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), "La Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas: Manual para las instituciones nacionales de 
derechos humanos", agosto de 2013. 
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culturas. La Declaración establece la protección de la identidad propia y la 
integridad de la cultura de los pueblos indígenas por medio de: 
El derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones culturales 
.16 
- El derecho a pertenecer a una comunidad o nación, de conformidad con las 
costumbres de la comunidad o nación de que se trate» 
El derecho a practicar, revitalizar y transmitir sus costumbres y tradiciones 
culturales.18 
El derecho a establecer y controlar sus sistemas e instituciones docentes que 
impartan educación en sus propios idiomas.19 
El derecho a promover, desarrollar y mantener sus estructuras institucionales, 
costumbres, espiritualidad, tradiciones y sistemas jurídicos.20 
El derecho a mantener, controlar y desarrollar su patrimonio cultural y sus 
conocimientos tradicionales.21  
El derecho a no ser sometidos a la asimilación forzada o la destrucción de su 
cultura.22 -23 
El derecho al mejoramiento socioeconómico, va encaminado al establecimiento 
de políticas por parte de los Estados dirigidas a mejorar los estándares de vida 
de los pueblos originarios en igualdad de condiciones que los demás miembros 
de la sociedad, en los aspectos de: trabajo, la salud, educación, la plena 
participación política y la justicia económica. Sobre el particular se ha señalado 
que: 
Se trata de un derecho que remite a otros: al trabajo, a la salud, a la retribución 
económica, a la vivienda, a la recreación. Estos últimos hacen parte del derecho a la 
igualdad de los pueblos, pero en ocasiones son conexos con el derecho a la vida. El 
derecho al mejoramiento económico y social involucra agendas participativas de 
intervención por parte del Estado para elevar los estándares de vida de las 
16 Artículo 5. 
17 Artículo 9. 
18 Artículo 11. 
13 Artículos 14 y 15. Véase también A/H RC/EM RI P/2012/3. 
20 Artículo 34. 
21  Artículo 31. 
22 Artículo 8(1). 
23 Foro de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos de Asia y el Pacífico y la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), "La Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas: Manual para las instituciones nacionales de 
derechos humanos", agosto de 2013. 
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comunidades, de forma que sean beneficiarias de políticas e inversiones 
específicamente diseñadas para su atención. Es fundamental apoyar los planes de 
vida realizados por los propios comunitarios para adecuar los programas nacionales 
a sus formas de existencia, y así determinar las prioridades (GIZ, 2011, p.19). 
Por último, en cuanto hace al derecho preferente, debido a que los pueblos 
indígenas históricamente han tenido que afrontar despojos y abusos, hambre y 
miseria material, saqueo colonial y la explotación de sus poblaciones nativas, 
se hace necesario invocar en su favor acciones afirmativas o positivas de manera 
privilegiada para que puedan superar su situación de vulnerabilidad y exclusión, 
y de contera puedan acceder a medidas resarcitorias que les permita mejorar su 
condición. En este sentido se ha dicho: 
Aludir al derecho de los pueblos indígenas a ser resarcidos por los daños a los que 
se vieron sometidos, mediante políticas e inversiones específicamente diseñadas 
para ello, está en rigor, invocando un derecho preferencial para los pueblos indígenas 
absolutamente pertinente en la época actual. Y es que los pueblos indígenas deben 
ser sujetos de un derecho preferente ya que ellos constituyen minorías 
empobrecidas, marginadas y discriminadas. Los pueblos indígenas se encuentran 
entre los segmentos poblacionales más pobres, marginados y discriminados. 
Acciones afirmativas, en razón de la pobreza, la marginación y la discriminación, son 
imprescindibles para los pueblos indígenas desde una perspectiva de los derechos 
humanos (UNICEF, 2003, p. 13) 
Conforme a la Declaración, los pueblos indígenas tienen derecho a recibir una 
reparación justa, imparcial y equitativa, siempre que: 
Hayan sido privados, sin su consentimiento libre, previo e informado o en violación 
de sus leyes, tradiciones y costumbres, de los bienes culturales, intelectuales, 
religiosos y espirituales (art. 11.2); 
Hayan sido desposeídos de sus medios de subsistencia y desarrollo (art. 20.2); 
Se les hayan confiscado, tomado, ocupado, utilizado o dañado, sin su 
consentimiento libre, previo e informado, los territorios y los recursos que 
tradicionalmente hayan poseído, ocupado o utilizado de otra forma (art. 28.1); y 
Se realicen proyectos que afecten sus tierras o territorios (art. 32.3). 
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MARCO NORMATIVO INTERNO. 
La participación en la Asamblea Nacional Constituyente que redactó la 
Constitución Política de Colombia de 199124 de líderes indígenas25 permitió la 
incorporación de normas que, en concreto, protegen a los pueblos indígenas 
como sujetos colectivos de derechos. Algunas de ellas guardan relación con: 
El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la nación 
colombiana26, estableciendo como obligación del Estado proteger las riquezas 
culturales22. También se reconoce el principio de igualdad y dignidad de las 
culturas que conviven en el país28. 
Se reconoce el derecho de igualdad ante la ley, con observancia de medidas 
especiales para potenciar una efectiva igualdad y para proteger a los grupos 
discriminados y marginados29. 
También, se reconoce que las lenguas y dialectos de los grupos étnicos son 
también oficiales en sus territorios, y en las comunidades con tradición lingüística 
propia la educación será bilingüe e intercultura130; determinándose que su 
formación deberá respetar y desarrollar su identidad cultural y tradiciones31. 
Se establece que las tierras comunales de grupos étnicos y las tierras de 
resguardo son inalienables, imprescriptibles e inembargables32. 
- Se reconoce que los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza 
arqueológica tienen derechos especiales sobre esos patrimonios culturales, que 
deben ser reglamentados por ley33. 
Reconoce como nacionales colombianos a los indígenas que comparten 
territorios fronterizos, a condición de reciprocidad34. 
Se reconoce el derecho a elección en circunscripción especial para comunidades 
indígenas35, y se asegura la participación en la Cámara de Representantes de los 
24 Promulgada en Bogotá el 4 de julio de 1991. 
28 Francisco Rojas Birry, Lorenzo Muelas Hurtado y Alfonso Peña Chepe. 
26 Artículo7. 
27 Artículo 8. 
28 Artículo 70, inciso 2. 
29 Artículo 13. 
30 Artículo 10. 
31  Artículo 68. 
32 Artículo 63. 
33 Artículo 72. 
34 Artículo 96.c. 
38 Artículo 171.2 
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grupos étnicos mediante la elección de un representante por la circunscripción de 
las comunidades indígenas36. 
- Establece que las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones 
jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias 
normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y 
leyes37, y se reconoce el derecho de grupo a la propia tierra38. Así mismo, se 
reconoce el derecho de grupo a la autonomía política, y a la explotación de los 
recursos en territorio indígena39, y su autonomía financiera40. 
- Se reconoce el derecho al ejercicio de la acción de tutela para reclamar ante las 
autoridades judiciales a protección de sus derechos41. 
La Corte Constitucional de Colombia ha distinguido los derechos del sujeto 
colectivo, los pueblos indígenas, de los derechos colectivos de los colombianos 
así: 
Los derechos fundamentales de las comunidades indígenas, como sujeto colectivo 
de derecho, no deben confundirse con los derechos colectivos de otros grupos 
humanos. La comunidad indígena es un sujeto colectivo y no una simple sumatoria 
de sujetos individuales que comparten los mismos derechos o intereses difusos o 
colectivos (Art. 88 CP). En el primer evento es indiscutible la titularidad de los 
derechos fundamentales, mientras que en el segundo los afectados pueden proceder 
a la defensa de sus derechos o intereses colectivos mediante el ejercicio de las 
acciones populares correspondientes42. 
A la lista de derechos fundamentales consagrados en la Constitución se agregan 
los derechos reconocidos en los tratados internacionales que versan sobre 
derechos humanos debidamente ratificados, tal y como acontece con aquellos 
aludidos en el Convenio 169 de la OIT, el cual ha sido declarado como parte 
integrante del bloque de constitucionalidad en virtud de los artículos 93 y 94 
36 Artículo 176, incisos 3 y 4. 
37 Artículo 246. 
38 Artículo 329. 
39 Artículo 330. 
40 Artículo 356. 
41  Artículo 86 y subsiguientes. 
42 Sentencia T-380 de 1993. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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superiores43. Sobre el particular la máxima autoridad constitucional ha 
indicado": 
El Convenio, como lo ha resaltado la Corte, es un instrumento que concurre en la 
salvaguarda de la identidad de las comunidades indígenas y tribales, la protección 
de su territorio y, de manera general, su subsistencia como grupo diferenciado. De 
este modo, se ha indicado que "el Convenio 169 de la OIT fue adoptado con base en 
una nueva aproximación a la situación de los pueblos indígenas y tribales en todas 
las regiones del mundo, conforme a la cual era preciso eliminar la orientación hacia 
la asimilación que se había venido manejando, para, en su lugar, asentar el principio 
conforme al cual las estructuras y formas de vida de los pueblos indígenas y tribales 
son permanentes y perdurables, y la comunidad internacional tiene interés en que el 
valor intrínseco de sus culturas sea salvaguardado."45 De este modo, la Corte 
advierte que las finalidades del Convenio 169 de la OIT son concurrentes con la 
obligación constitucional, antes analizada, de garantizar la identidad de las 
comunidades diferenciadas, a partir del reconocimiento y salvaguarda de la 
integridad de las prácticas, usos y costumbres que la conforman. Así, en términos 
del Preámbulo del Convenio, la normativa tiene como propósito la consecución de 
herramientas que permitan (i) lograr las aspiraciones de los pueblos indígenas y 
tribales a asumir el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su 
desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades, lenguas y religiones, 
dentro del marco de los Estados en que viven; y (ii) superar esquemas predominantes 
en muchas partes del mundo, en que dichos pueblos no pueden gozar de los 
derechos humanos fundamentales en el mismo grado que el resto de la población de 
los Estados en que viven y que sus leyes, valores, costumbres y perspectivas han 
sufrido a menudo una erosión. 
Por su parte, teniendo en cuenta que el conjunto de reglas establecidas en la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre Derechos de Pueblos Indígenas 
cristaliza normas consuetudinarias, fruto de las discusiones que se suscitaron 
por más de 20 años y que permitió el acuerdo de la comunidad internacional, 
estableciendo el alcance y contenido de esas reglas conforme con la práctica 
43 Ver al respecto lo dicho por Rodrigo Uprimny, "El Bloque de Constitucionalidad en Colombia. Un análisis 
jurisprudencial y un ensayo de sistematización doctrinal". Recuperado de http://www.dejusticia.org/interna. 
 
ph p?i d_ti po_pu bl icacion=7&id_pu blicacion= 72 
" Sentencia C-175 del 18 de marzo de 2009. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
45 Cfr. Corte Constitucional, sentencia C-030/08. 
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anterior a la aprobación y ratificación del texto, las disposiciones ahí contenidas 
están dotadas de autoridad por lo que algunas de ellas deben ser tenidas en 
cuenta por los operadores jurídicos y otras deben ser consideradas en sus 
decisiones. A respecto ha señalado la Corte46: 
En la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, aprobada por la 
Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 7 de septiembre de 
2007, también se reconoce la especial importancia que tiene el derecho a la 
propiedad colectiva de los pueblos indígenas. Esta Corporación ha reconocido el 
valor que tiene esta Declaración como fuente de derecho aunque no tenga la misma 
fuerza normativa que un tratado internacional.47 Sin embargo, la Corte estableció "la 
obligación de tomarla en consideración por el intérprete al momento de establecer el 
alcance de los derechos de los pueblos indígenas".48 Al respecto esta Sala estableció 
recientemente que este instrumento era aplicable con fundamento en las siguientes 
consideraciones: 
O) La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas precisa el contenido de un cuerpo normativo ya existente en el Convenio 
169 de la OIT, otras normas de derechos internacionales, y el orden constitucional 
colombiano, a la vez que perfecciona y fortalece los estándares de protección de 
sus derechos. 
En consecuencia, en principio, no presentan contradicciones normativas entre la 
Declaración y el orden interno, aunque en algunos aspectos la primera puede ir más 
allá del nivel de protección alcanzado por el Estado colombiano y previsto por el 
Convenio 169 de la OIT. En ese sentido, en tanto la Declaración precisa el alcance 
de las obligaciones de respeto, protección y garantía que el Estado debe asumir 
para asegurar la eficacia de un conjunto de derechos considerados fundamentales 
en la jurisprudencia constitucional, su aplicación contribuye a la eficacia de los 
derechos constitucionales y la fuerza normativa de la Constitución Política. 
(ii) La Declaración contiene, así mismo, la opinión autorizada de la comunidad 
internacional sobre los derechos de los pueblos indígenas, y fue construida en un 
proceso de diálogo con los pueblos interesados. El Estado colombiano es parte de 
46 Sentencia T-387 del 28 de junio de 2013, M.P. María Victoria Calle Correa. 




tratados y convenios internaciones asociados a la protección de los púéblos 
indígenas y las comunidades afrodescendientes (especialmente el Convenio 169 
de la 01T), y la Constitución Política de 1991 reconoce y valora el pluralismo y 
multiculturalismo. Por lo tanto, el cumplimiento de las obligaciones internacionales 
contraídas por el Estado en esos tratados y la eficacia de las normas 
constitucionales concordantes, requiere el seguimiento de sus disposiciones. 
(iii) El principio de no discriminación (segundo pilar de la Declaración, junto con la 
autodeterminación de los pueblos), es considerado una norma imperativa del 
derecho internacional de los derechos humanos. La Declaración explica 
plenamente el alcance de este principio en relación con los derechos de los pueblos 
indígenas. Por ello, su eficacia plena requiere la aplicación de las normas internas 
de forma concordante con la Declaración. 
La Declaración posee un alto grado de legitimidad ética y política, en tanto 
documento emanado de la Asamblea General de las Naciones Unidas, y en virtud 
de la intervención de los pueblos interesados en su discusión". 
La aplicación de las normas asociadas al pluralismo y la diversidad constitucional 
está permeada de razones éticas y políticas de las que el juez constitucional no 
puede prescindir al fallar, si pretende alcanzar un equilibrio adecuado entre 
intereses de grupos humanos que pueden sostener diferencias sensibles entre sus 
formas de vida. Por lo tanto, desconocer la Declaración podría llevar a decisiones 
irrazonables o arbitrarias, en oposición al principio de interdicción de la 
arbitrariedad, propio del Estado Constitucional de Derecho. 
(v) Finalmente, las normas jurídicas son concebidas, desde ciertas orientaciones 
teóricas, como razones para la acción. Las fuentes de derecho son, desde ese 
punto de vista, razones especiales, en tanto se encuentran dotadas de autoridad. 
La Discusión sobre el carácter vinculante de la Declaración en el orden interno 
puede concebirse entonces como una discusión sobre si se trata de razones con 
autoridad o razones desprovistas de autoridad. Por supuesto, las segundas pueden 
ser utilizadas por las autoridades judiciales cuando contribuyen a solucionar un 
problema de discusión e interpretación normativa, siempre que ello no esté 
prohibido explícitamente. Las primeras, en cambio, tienen que o deberían ser 
atendidas por los jueces.49 
49 Sentencia T-376 de 2012 M P. María Victoria Calle Correa. Se omiten las notas al pie. 
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En la sentencia T-376 de 2012, la Corte también señaló que las razones (i) a (iv) 
llevaron a la Sala a "concebir las disposiciones de la Declaración como razones 
para la acción dotadas de autoridad, algunas de las cuales tienen que ser tomadas 
en cuenta por los operadores jurídicos; mientras que otras deberían ser 
consideradas en sus decisiones".5° Las primeras son aquellas "que desarrollan el 
principio de no discriminación frente a pueblos indígenas, así como las que precisan 
el alcance de derechos ya reconocidos en el orden interno".51 
 Y las segundas 
"amplían los estándares de protección alcanzados en el orden interno a través de 
las normas constitucionales citadas, la jurisprudencia de este Tribunal, la Ley o el 
Reglamento52. 
Mediante la Ley 21 de 199153 se aprobó el Convenio número 169 sobre pueblos 
indígenas y tribales en países independientes54, estableciendo, entre otras, 
importantes garantías en punto de reparación a los grupos indígenas frente a las 
afectaciones de sus derechos. Así, en el artículo 11.2 estipula que: "Los Estados 
proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, que podrán 
incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas, 
respecto de los bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que 
hayan sido privados sin su consentimiento libre, previo e informado o en violación 
de sus leyes, tradiciones y costumbres", y, en consonancia, el artículo 32.3 
indica: "Los Estados proveerán mecanismos eficaces para la reparación justa y 
equitativa por cualquiera de esas actividades, y se adoptarán medidas 
adecuadas para mitigar las consecuencias nocivas de orden ambiental, 
económico, social, cultural o espiritual". También, el artículo 20.2 sobre el 
particular enseña: "Los pueblos indígenas desposeídos de sus medios de 
subsistencia y desarrollo tienen derecho a una reparación justa y equitativa"; en 
tanto que el artículo 40 enfatiza en que los pueblos indígenas tienen derecho a 
obtener del Estado "una reparación efectiva de toda lesión de sus derechos 
individuales y colectivos. En esas decisiones se tendrán debidamente en 
consideración las costumbres, las tradiciones, las normas y los sistemas jurídicos 
50 Ibídem. 
51  Ibídem. 
52 Ibídem. 
53 Diario Oficial No. 39.720., marzo 6 de 1991 
54 Adoptado por la 76a. reunión de la Conferencia General de la OIT, Ginebra, 1989. 
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de los pueblos indígenas interesados y las normas internacionales de derechos 
humanos". Igualmente, el artículo 28, en cuanto a la forma de reparación que 
debe contemplarse para los pueblos indígenas refiere: 
1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la reparación, por medios que pueden 
incluir la restitución o, cuando ello no sea posible, una indemnización justa y 
equitativa por las tierras, los territorios y los recursos que tradicionalmente hayan 
poseído u ocupado o utilizado y que hayan sido confiscados, tomados, ocupados, 
utilizados o dañados sin su consentimiento libre, previo e informado. 2. Salvo que 
los pueblos interesados hayan convenido libremente en otra cosa, la indemnización 
consistirá en tierras, territorios y recursos de igual calidad, extensión y condición 
jurídica o en una indemnización monetaria u otra reparación adecuada. 
DERECHO A LA REPARACIÓN. 
Recientemente, el derecho a la reparación ha comenzado a figurar en la esfera 
pública como tema fundamental y se ha generado un debate alrededor de esta 
temática en el contexto del proceso de justicia transicional gestante en Colombia. 
Teniendo en cuenta el grado de apropiación del derecho a la reparación y la 
relevancia coyuntural del debate, consideramos clave el establecimiento de 
consensos entorno a los fundamentos normativos de este derecho, su contenido, 
alcance y la forma de interacción entre estos a nivel nacional e internacional. 
La adhesión de los instrumentos internacionales en materia de derechos 
humanos en Colombia ha dado pie para el desarrollo de la fundamentación 
normativa del derecho a la reparación. Dicha normativa está contemplada en los 
artículos 53, 93, 94 y 214 de la Constitución Política Colombiana. Así entonces, 
los derechos que sean reconocidos por la Constitución Política Colombiana 
deben ser interpretados bajo los tratados de derechos humanos que hayan sido 
reconocidos por el Estado, y concretamente en cuanto hace a la reparación, 
dícese de55: 
Defensoría del Pueblo y Deutsche Gesellschaft für Internationale Zusammenarbeit (GIZ) GmbH, 
"CONTENIDO Y ALCANCE DEL DERECHO A LA REPARACIÓN. INSTRUMENTOS PARA LA 
PROTECCIÓN Y OBSERVANCIA DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS", pp. 14y 15. Disponible en: 
htto://www.defensoria.00v.co/public/pdf/04/alcanceReparacion.pdf última visita: 30 de julio de 2015. 
33 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), artículo 9.5. 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), artículos 10 y 63.1. 
Convención sobre los Derechos del Niño (1989), artículo 39. 
Convenio No. 169 de la OIT sobre los pueblos indígenas y tribales en países 
independientes (1989) artículo 11 numeral 2, artículo 20 numeral 2, artículo 28 
numeral 1 y 2 artículo 32 numeral 3 y artículo 40. 
Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
la mujer (1994), artículo 7 literal g y artículo 8 literal e. 
Estatuto de la Corte Penal Internacional (1998), artículo 75. 
Convención de la Haya relativa a las leyes y costumbres de la guerra terrestre 
(1899), artículo 3. 
Protocolo adicional a los convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a 
la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales (Protocolo 
I), artículo 91 (Defensoría del Pueblo & GIZ, (s.f.) pp. 14 y15). 
Además de los instrumentos internacionales vinculantes para el Estado en 
materia de derechos humanos que conforman el bloque de constitucionalidad, 
se hace necesario acudir a la interpretación sistemática que de los mismos haya 
efectuado un tribunal internacional en sus providencias, las cuales sirven de 
criterio auxiliar para fijar el contenido y alcance de las normas de conformidad 
con la constitución y la legalidad internacional, tal y como acontece con: 
El Comité de Derechos Humanos. 
La Comisión de Derechos Humanos. 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos56, entre otros. 
En efecto, la Corte Constitucional sobre el particular ha sostenido que: 
56 
 "Si bien no existe en el derecho internacional la vinculación del precedente jurisprudencial, o stare decisis, 
la Corte Interamericana ha producido una verdadera doctrina jurisprudencial en materia de reparaciones. 
El criterio de la Corte se ha expandido, a través de los años y de diferentes composiciones de dicho tribunal, 
a niveles muy elevados y detallados. Queda por ver si la Corte dará pasos adicionales". Rojas Báez, Julio 
José. "LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN 
MATERIA DE REPARACIONES Y LOS CRITERIOS DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS SOBRE 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHOS INTERNACIONALMENTE ILÍCITOS". En: 
httos://www.wel.american.edu/iournal/iir/23/baez.pdf última visita: 10 
 de julio de 2015. 
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es particularmente relevante la doctrina elaborada por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, que es el órgano judicial autorizado para interpretar 
autorizadamente la Convención Interamericana. En efecto, como lo ha 
señalado en varias oportunidades esta Corte Constitucional, en la medida en 
que la Carta señala en el artículo 93 que los derechos y deberes 
constitucionales deben interpretarse "de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia", es 
indudable que la jurisprudencia de las instancias internacionales, encargadas 
de interpretar esos tratados, constituye un criterio hermenéutico relevante 
para establecer el sentido de las normas constitucionales sobre derechos 
fundamentales. 57 
Particularmente, de la interpretación que ha hecho la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos del artículo 63.1 de la Convención58, se desprende que la 
reparación hace parte del derecho internacional como principio general, además 
de ser una de las normas consuetudinarias de mayor arraigo, no obstante que, 
en palabras del juez Ganado Trindade: "[e]n el marco conceptual de lo que se 
llama - quizás inadecuadamente - "reparaciones", estamos ante un daño 
verdaderamente irreparable (...) proporcionan a los victimados tan sólo los 
medios para atenuar su sufrimiento, tornándolo menos insoportable, quizás 
soportable. '59 
Así mismo, se debe tener en cuenta los principios desarrollados en los 
instrumentos que a continuación se destacan para la interpretación del derecho 
a la reparación, los cuales si bien hacen parte de lo que se ha denominado 
derecho blando ("soft law"), lo cierto es que "su aceptación por parte de la 
57 Sentencia C-010 del 19 de enero de 2000, siendo Magistrado Ponente el Dr. Alejandro Martínez 
Caballero, criterio reiterado en las sentencias C-370 de 2006 y C-588 DE 2012, entre otras. 
55 Que a su tenor literal enseña: "1. Cuando [el Estado] decida que hubo violación de un derecho o libertad 
protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho 
o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias 
de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 
indemnización a la parte lesionada. 
(- • 
59 Bulacio v. Argentina, 2003, Corte I.D.H. (ser. C) No. 100, 25(18 de septiembre de 2003) (voto razonado 
del Juez AA. Caneado Trindade) En: www.corteidh.oncr/docs/casos/votosivsc caneado 100 esp.doc 
Última visita: 30 de junio de 2015. Destacado por la Corte Constitucional en la sentencia T-576 del 5 de 
junio de 2008, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 
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comunidad de naciones y la creencia de que su observancia resulta obligatoria, 
pueden convertirlos en la prueba de la existencia de una norma de derecho 
consuetudinario ya vigente o, al menos, de una que se encuentra en vías de 
formación"(International Law, 2008, pp. 318-351). Éstos son: 
Conjunto de principios para la protección y promoción de los derecho humanos 
mediante la lucha contra la impunidad. 
Principios y directrices básicas sobre el derecho de las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones 
graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener 
reparaciones. 
Principios rectores de los desplazamientos internos. 
Principios sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio de los refugiados y las 
personas desplazadas. 
Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de los 
delitos y de abuso del poder. 
Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones 
forzadas. 
De los instrumentos antes mencionados, especialmente la Resolución 60/147 
que recoge los "Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas 
de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones"60, se ha constituido en el de mayor relevancia 
en materia de reparación integral de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario, el cual ha sido 
acogido por "la Corte Interamericana de Derechos Humanosel, la jurisprudencia de la 
60 Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 2005. 
61 
 Corte Interamericana de Derecho Humanos, Caso de la "Panela Blanca" (Paniagua Morales y otros) vs. 
Guatemala, Reparaciones y Costas, sentencia de 25 de mayo de 2001, Serie C No. 76, párr. 119; Caso 
Gutiérrez Soler vs. Colombia, Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia del 12 de septiembre del 2005, 
Serie C No. 132, párr. 77; Caso Tibi vs. Ecuador, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, 
sentencia de 7 de septiembre de 2004, Serie C No. 114; Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia del 2 de julio de 2004, Serie C No. 107; Caso 19 
comerciantes Vs. Colombia, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 5 de julio de 2004, Serie C No. 
109; Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010, Serie C No. 213. 
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Corte Constitucional62 y del Consejo de Estado".-64. Particularmente reconoce que 
"al hacer valer el derecho de las víctimas a interponer recursos y obtener reparaciones, 
la comunidad internacional hace honor a su palabra respecto del sufrimiento de las 
víctimas, los supervivientes y las generaciones futuras y reafirma los principios jurídicos 
internacionales de responsabilidad, justicia y Estado de derecho" es por lo que insta a 
los Estados parte para que: brinden "[a]cceso a información pertinente sobre las 
violaciones y los mecanismos de reparación"65; así mismo para que se procure el 
establecimiento de "procedimientos para que grupos de víctimas puedan 
presentar demandas de reparación y obtener reparación, según proceda"66, bajo 
el entendido que: 
Una reparación adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad promover la 
justicia, remediando las violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos o las violaciones graves del derecho internacional humanitario. 
La reparación ha de ser proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño 
sufrido. Conforme a su derecho interno ya sus obligaciones jurídicas internacionales, 
los Estados concederán reparación a las víctimas por las acciones u omisiones que 
puedan atribuirse al Estado y constituyan violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional 
humanitario. Cuando se determine que una persona física o jurídica u otra entidad 
está obligada a dar reparación a una víctima, la parte responsable deberá conceder 
reparación a la víctima o indemnizar al Estado si éste hubiera ya dado reparación a 
la víctima. 
Los Estados han de procurar establecer programas nacionales de reparación y 
otra asistencia a las víctimas cuando el responsable de los daños sufridos no pueda 
o no quiera cumplir sus obligaciones. 
Los Estados ejecutarán, con respecto a las reclamaciones de las víctimas, las 
sentencias de sus tribunales que impongan reparaciones a las personas o entidades 
responsables de los daños sufridos, y procurarán ejecutar las sentencias extranjeras 
62 
 Al respecto se remite a las siguientes sentencias de la Corte Constitucional: sentencias C-578 de 2002; 
C-872 de 2003; T-025 de 2004; C-979 de 2005; T-188 de 2007; T-821 de 2007; T-458 de 2010. 
63 
 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 7 de febrero del 2011, rad. 34387, 
M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; sentencia del 20 de febrero del 2008, rad. 16996, M.P. Enrique 
Gil Botero; sentencia del 19 de octubre del 2007, rad 29.273, M.P. Enrique Gil Botero. 
64 Consejo de Estado, Sección Tercera, "Referentes para la reparación de perjuicios inmateriales", 
documento final aprobado mediante acta del agosto de 2014. 
65 Vil. Derecho de las víctimas a disponer de recursos. Principio 11. 
66 VIII. Acceso a la justicia. Principio 13. 
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válidas que impongan reparaciones con arreglo al derecho interno y a las 
obligaciones jurídicas internacionales. Con ese fin, los Estados deben establecer en 
su derecho interno mecanismos eficaces para la ejecución de las sentencias que 
obliguen a reparar daños. 
18. Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo en cuenta las 
circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de violaciones manifiestas 
de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario, de forma apropiada y proporcional a la gravedad 
de la violación y a las circunstancias de cada caso, una reparación plena y efectiva, 
según se indica en los principios 19 a 23, en las formas siguientes: restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 
Ahora bien, de acuerdo a los mandatos internacionales sobre derechos 
humanos, tal y como se desprende de lo descrito en precedencia, surge el deber 
de garantía por parte de Estado de implementar mecanismos para procurar la 
reparación por la vía administrativa y judicial de las víctimas que lo han sido de 
violaciones flagrantes de derechos humanos, más aún en tratándose de 
contextos transicionales en donde "tiene la obligación de hacer que sean los 
victimarios quienes en primer término reparen a las víctimas, y de asumir 
directamente su reparación en caso de renuencia de los victimarios o 
insuficiencia de la reparación procurada por éstos"67, considerando que: 
[la reparación es un derecho complejo, interrelacionado con la verdad y la justicia 
que tiene como fin proteger la dignidad e integridad de las víctimas y que consiste en 
la implementación de medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición. El derecho a la reparación se considera 
afectado cuando no se reconoce la condición de víctima a las personas que han 
sufrido graves violaciones de derechos humanos y de derecho internacional 
humanitario con ocasión del conflicto, cuando se continúan vulnerando los derechos 
de las víctimas, o cuando estas son re-victimizadas, cuando se desconocen, ocultan, 
minimizan o se justifican los crímenes cometidos, cuando la reparación no se ajusta 
al daño sufrido o es manifiestamente desproporcionada, o cuando se reduce o niega 
la posibilidad de las víctimas de sanarse de las heridas físicas y emocionales del 
67 Corte Constitucional, Sentencia C-753 del 30 de octubre de 2013, M.P. Mauricio González Cuervo. 
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conflicto. Con respecto al componente específico de la indemnización administrativa, 
este se considera afectado cuando no es reconocido, o cuando su valor no se 
corresponde absolutamente con el daño moral y material ocasionado a las víctimas, 
es decir cuando resulta desproporcionado y cuando su entrega no es oportuna. En 
otras palabras, la indemnización resulta afectada cuando no es suficiente, justa y 
adecuada, impidiendo a las víctimas restablecer su existencia en condiciones dignas 
y de normalidad68. 
En consonancia con lo anterior, la máxima autoridad de la jurisdicción 
contenciosa administrativa, en consonancia con lo conceptuado por la Corte 
Constitucional69 y la Corte Suprema de Justicia70, ha indicado que el derecho a 
la reparación comporta para la víctima los siguientes componentes71; 
La restitución o restitutio in integrum, es el restablecimiento de las cosas a su 
estado normal o anterior a la violación, producto del ilícito internacional, es la forma 
perfecta de reparación, y que sólo en la medida en que dicha restitución no resulte 
accesible procede acordar otras medidas reparatorias.72 
La indemnización por los perjuicios materiales sufridos por las víctimas de un caso 
en particular, comprende el daño material (daño emergente, lucro cesante) y el daño 
inmaterial. 73 
Rehabilitación, comprende la financiación de la atención médica y psicológica o 
psiquiátrica o de los servicios sociales, jurídicos o de otra índole.74 
Satisfacción, son medidas morales de carácter simbólico y colectivo, que 
comprende los perjuicios no materiales, como por ejemplo, el reconocimiento público 
del Estado de su responsabilidad, actos conmemorativos, bautizos de vías públicas, 
monumentos, etc:76 
68 Ibídem. 
69 Entre otras, sentencia C-579, del 28 de agosto de 2013, M.P. José Ignacio Pretelt Chaljub. 
70 Sala de Casación penal, auto del 27 de abril de 2011, radicado 34547, M.P. María del Rosario González 
de Lemos. Entre otras. 
71 
 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 19 de octubre de 2007, exp. 29273, M.P. Enrique Gil 
Botero. 
72 Cita del Consejo. [23] Corte Interamericana. Voto Razonado del Juez Sergio García Ramírez en la 
sentencia de reparaciones del Caso Bámaca Velásquez. Sentencia de 22 de febrero de 2002. 
23 Cita del Consejo. [24] Corte Interamericana. Caso Aloeboetoe y otros, Sentencia de Reparaciones, párr. 
50. 
24 Cita del Consejo. [25] Corte Interamericana. Caso masacre de pueblo Bello. Párr. 273. 
25 Cita del Consejo. [26] Corte Interamericana. Caso Las Palmeras. Vs. Colombia. Sentencia del 6 de 
diciembre de 2001. párr 68. 
39 
e. Garantías de no repetición, son aquellas medidas idóneas, de carácter 
administrativo legislativo o judicial, tendientes a que las víctimas no vuelvan a ser 
objeto de violaciones a su dignidad, entre las cuales cabe mencionar aquellas 
encaminadas a disolver los grupos armados al margen de la ley, y la derogación de 
leyes, entre otras. 76  
Así entonces, en Colombia el derecho a la reparación ha adquirido un carácter 
integral debido al reconocimiento que ha venido haciendo la Corte Constitucional 
a partir de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
que sobre el particular ha indicado: 
(i) las reparaciones tienen que ser integrales y plenas, de tal manera que en lo posible 
se garantice restitutio in integrum, esto es, la restitución de las víctimas al estado 
anterior al hecho victimizatorio, y que (ii) de no ser posible la restitución integral y 
plena, se deben adoptar medidas tales como indemnizaciones compensatorias. Así 
mismo, (iii) la CIDH ha determinado que la reparación debe ser justa y proporcional 
al daño sufrido, (iv) que debe reparar tanto los daños materiales como inmateriales, 
(v) que la reparación del daño material incluye tanto el daño emergente como el lucro 
cesante, así como medidas de rehabilitación, y (vi) que la reparación debe tener un 
carácter tanto individual como colectivo, éste último referido a medidas reparatorias 
de carácter simbólico!' 
Así pues, el derecho a la reparación, desde la Corte Constitucional, se ha 
construido a partir de los derechos de a) indemnización, b) rehabilitación, c) 
restitución, d) satisfacción, y e) garantías de no repetición, como medidas de 
reparación tanto individual como colectiva. 
En cuanto a la medidas de satisfacción que apuntan, a través de la reparación 
simbólica y colectiva, principalmente a la restauración de la dignidad de las 
víctimas ya la divulgación de las afectaciones que tuvieron que soportar, su éxito 
en un caso en concreto depende de un aspecto subjetivo propio de cada 
afectado y por lo tanto algunas víctimas otorgan, en alguna medida, mayor 
importancia a éstas que otras, como lo son aquellas de índole patrimonial 
76 Cita del Consejo. [27] Ibidem. 
77 Corte Constitucional, sentencia C-715 del 13 de septiembre de 2012, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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(Lefkaditis & Ordónez, 2014, p. 115). Con relación a la garantía de satisfacción 
como manifestación de la reparación integral la doctrina ha señalado: 
(...) Una cuarta manifestación es la satisfacción, una noción difusa que abarca 
priñcipalmente la reparación simbólica. Este concepto es uno de los que junto la 
garantía de no repetición está más desarrollado en los principios. Es así como está 
integrado por el reconocimiento a las víctimas, conmemoraciones y homenajes o 
las disculpas públicas entre otras medidas de las cuales se ocupa el principio 22. 
La satisfacción no debe confundirse con la indemnización por el daño moral o 
psicológico ni con las medidas de rehabilitación, aunque indiscutiblemente todas 
ellas aportan significativamente a la superación del daño. 
De forma más concreta, hace referencia a un número de medidas que buscan 
reintegrar la dignidad de la víctima cesando la violación y reconociendo el daño 
infligido a esta. La amplia gama de medidas que incluye la satisfacción, puede ser 
resumida entre dimensiones: la obligación de modificar la legislación o las prácticas 
que ofendan a las víctimas y en todo caso investigar los abusos cometidos en el 
pasado; la ejecución de medidas que busquen el reconocimiento o aceptación de 
la responsabilidad; y por último, las medidas necesarias para llevar a cabo la 
reintegración de las víctimas en la sociedad restaurándoles su dignidad, su 
reputación y sus derechos (Rodríguez Olmos, 2014, pp. 110 a 137). 
Precisamente, el principio 22 de la Resolución 60/14778, referido en la cita previa, 
señala la satisfacción, cuando resulte pertinente y procedente, debe incluir lo 
siguiente: 
a) Medidas eficaces para conseguir que no continúen las violaciones; b) La 
verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad, en la 
medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y 
los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que han 
intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones; 
c) La búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños 
secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para 
78 "Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a 
interponer recursos y obtener reparaciones". Cit. Supra. 
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recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o presunto 
de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad; d) Una declaración 
oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos 
de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; A/RES/60/147 9 
e) Una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación 
de responsabilidades; f) La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a 
los responsables de las violaciones; g) Conmemoraciones y homenajes a las 
víctimas; h) La inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en 
la enseñanza de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario, así como en el material didáctico a todos los niveles. 
LA REPARACIÓN SIMBÓLICA. 
Por las características del conflicto armado colombiano, muchas de las 
afectaciones que les sobrevinieron principalmente a los pueblos indígenas como 
sujetos colectivos de derechos no pueden ser reparadas materialmente, en el 
sentido de restablecer las condiciones a como estaban antes de los hechos 
victimizantes, por lo que deviene importante la generación de medidas de 
reparación simbólica en procura de su reconstrucción cultural, social y 
psicológica, así como del reconocimiento de la dignidad de las víctimas y de la 
injusticia de los hechos. De ahí que con acierto se haya indicado: 
Las medidas simbólicas no pretenden reparar lo que se perdió, sino lo que 
representa aquello perdido, especialmente en la medida en que es imposible 
reparar algunos de los perjuicios sufridos por las víctimas (e.g., muerte de un 
familiar, violencia sexual, etc.). En esta medida, no se repara restableciendo el statu 
quo ante, sino que se reconstruye otra cosa, algo nuevo (Laplanche, 1984). De 
hecho, reparar el sufrimiento ocasionado por las situaciones que violan los 
Derechos Humanos, es tal vez una tarea compleja, se recupera en tanto que 
sobrevive al sufrimiento, se supera el trauma ocasionado y se reconstruye un plan 
de vida con base en nuevos lineamientos. Las medidas de reparación simbólica, tal 
como indica Guilis (2006), parten de un "trabajo de simbolización", entendido como 
proceso que, en la medida en que es absolutamente íntimo y singular, no dependerá 
exclusivamente del accionar de la justicia, ni es determinado por ella. En este 
aspecto la reparación simbólica se da cuando los colectivos entienden el significado 
del evento y las medidas de reparación diseñadas y así mismo transforman el 
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significado en algo más positivo. Por lo anterior, este tipo de medidas deben ser en 
gran medida construcciones propias de las comunidades, respondiendo a sus 
singularidades culturales. Estas medidas son de gran importancia porque están 
cargadas de significado, y esto pude ayudar tanto a las víctimas, como a la sociedad 
en general a dar sentido a los dolorosos acontecimientos (USAID & 01M, 2012, pp. 
39 y 40). 
Uno de los mecanismos dispuestos por el Estado colombiano para reparar 
simbólicamente a los pueblos indígenas en afianzamiento de la garantía de la 
paz contenida en el preámbulo de la Constitución Política, lo es la Ley 975 de 
2005,79  Ley de Justicia y Paz, para la cual son víctimas todas aquellas personas 
que han sufrido, de manera individual o colectiva, daños producidos por 
conductas violatorias de la ley penal, cometidos por miembros de grupos 
armados organizados al margen de la ley: 
la persona que individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como 
lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, 
psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera 
o menoscabo de sus derechos fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia 
de acciones que hayan transgredido la legislación penal, realizadas por miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley. 
También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y 
familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando 
a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. 
La condición de víctima se adquiere con independencia de que se identifique, 
aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y sin consideración a 
la relación familiar existente entre el autor y la víctima. 
Igualmente, se considerarán como víctimas a los miembros de la Fuerza Pública que 
hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de 
discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o menoscabo de sus 
derechos fundamentales, como consecuencia de las acciones de algún miembro de 
los grupos armados organizados al margen de la ley. 
79 Modificada y adicionada por la Ley 1592 de 2012 y por el Decreto Reglamentario 3011 de 2013. 
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Así mismo, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero o compañera 
permanente y familiares en primer grado de consanguinidad, de los miembros de la 
fuerza pública que hayan perdido la vida en desarrollo de actos del servicio, en 
relación con el mismo, o fuera de él, como consecuencia de los actos ejecutados por 
algún miembro de los grupos armados organizados al margen de la ley. 
También serán víctimas los demás familiares que hubieren sufrido un daño como 
consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometida por 
miembros de grupos armados organizados al margen de la Ley. 
Especialmente, en el proceso penal especial de justicia y paz se ha concebido 
que el incidente de reparación integralm supone un espacio de respeto y de re-
dignificación de las víctimas cuya finalidad primordialmente va dirigida a 
contribuir al esclarecimiento de la verdad y de satisfacción de los derechos de 
quienes se vieron afectados por el actuar de grupos armados organizados 
ilegales81-82, mediante acciones tendientes a mitigar, en la medida de lo posible, 
su dolor, restablecer su dignidad y difundir la realidad de lo sucedido, como un 
componente necesario para el proceso de reconciliación, no solo en aras de 
cumplir con exigencias internacionales sino de lograr la efectiva convivencia 
pacífica. 
Con relación a las condiciones históricas de violaciones graves y manifiestas de 
los derechos humanos de los pueblos indígenas que han facilitado que el 
conflicto armado produzca un impacto o afectación diferencial en esos grupos 
poblacionales de especial protección constitucional, se ha establecido que es 
obligación del Estado atender de forma prioritaria "el mayor riesgo que se cierne 
sobre los pueblos indígenas, en especial, el de exterminio de algunos pueblos, 
sea desde el punto de vista cultural en razón del desplazamiento y dispersión de 
sus integrantes como desde el punto de vista físico debido a la muerte natural'83, 
80 Mediante las sentencias C-180 y C-286 de 2014, la Corte Constitucional, en reconocimiento a las víctimas 
del derecho fundamental de acceso a la administración de justicia y a un recurso judicial efectivo, así como 
del principio de juez natural, consideró y reafirmó el deber de la autoridad judicial de Justicia y Paz de 
efectuar la cuantificación de los daños causados y velar porque la reparación de las víctimas se haga de 
manera integral. 
81 
 Inciso 2 del artículo 27 del Decreto 3011 de 2013 
82 Artículo 139 de la Ley 1448 de 2011 
83 Auto 004 del 26 de enero de 2009, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
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de tal manera que, durante todo el proceso y especialmente en el incidente de 
reparación integral, habrá de tenerse en cuenta el criterio de distintividad, 
relacionado con la diversidad étnica y cultural, desarrollado mediante el principio 
orientador de la actividad judicial de enfoque diferencial recogido en el artículo 
5A de la Ley 975 de 2005 que establece: 
El principio de enfoque diferencial reconoce que hay poblaciones con características 
particulares en razón de su edad, género, raza, etnia, orientación sexual y situación 
de discapacidad. Por tal razón, la participación de las víctimas en el proceso penal 
especial de que trata la presente ley, así como el proceso judicial y la investigación 
que se realice, deberán contar con dicho enfoque, sin perjuicio de la aplicación de 
criterios de priorización. 
El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos 
expuestos a mayor riesgo de las violaciones a que se refiere el artículo 50 
 de la 
presente ley, tales como mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas 
en situación de discapacidad, campesinos/as, líderes/lideresas sociales, miembros 
de organizaciones sindicales, defensores/as de Derechos Humanos, víctimas de 
desplazamiento forzado y miembros de pueblos o comunidades indígenas, ROM, 
negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, cuando el riesgo se genere con 
ocasión de su participación en el proceso judicial especial de que trata la presente 
ley. 
El enfoque diferencial pretende según Betancurt & Samper (2010): 
(..) generar un sistema de conceptos que implican un esfuerzo [de] transverzalisación 
que debe extenderse tanto en la formulación como en la implementación y el 
seguimiento de estrategias de atención. Es así que hace presente el hecho que 
ciertas personas tienen vulnerabilidades especiales en razón de su pertenecía a 
diferentes grupos poblacionales y establece que por tanto, tales especificidades 
deben verse reflejadas en los mecanismos legales y de política pública construidos 
para su beneficio. Un enfoque diferencial permite evidenciar las condiciones y/o 
situaciones de desigualdad que sustentan la necesidad de intervenciones que 
disminuyan las condiciones de discriminación y modifiquen las circunstancias de 
vulneración. En este sentido el enfoque diferencial se basa en un principio de equidad 
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buscando lograr la igualdad real y efectiva que reconozca la diversidad y la posible 
desventaja. 
La fundamentación del tratamiento diferencial étnico en Colombia, conforme lo 
ha señalado la Agencia de la ONU para los Refugiados, se sustenta en siete 
principios a saber: 
Igualdad: Las personas en situaciones análogas deben ser tratadas de forma igual 
sin desconocer que aquellas en situaciones distintas deben tratarse de manera 
distinta en forma proporcional a dicha diferencia. El principio de igualdad obliga a los 
Estados a tomar medidas afirmativas para garantizar el goce efectivo de los derechos 
de la población internamente desplazada y a favor de los grupos más vulnerables84. 
- Diversidad: Respeto a la diferencia (aún en la diferencia) y garantía al conjunto de 
derechos colectivos e individuales de los grupos étnicos por medio de acciones 
afirmativas que apoyen: i) su identidad e integridad cultural; ii) la oficialidad de sus 
lenguas en sus territorios; iii) el gobierno y administración de justicia en ejercicio del 
derecho propio-jurisdicción especial; iv) la libre determinación de la condición política 
y del desarrollo económico, social y cultural (autonomía); v) la propiedad y uso 
colectivo sobre sus territorios; vi) la educación que consolide los procesos de 
construcción de identidad; vi) la valoración de la medicina tradicional. 
Participación: Garantiza el derecho a la consulta y a la concertación de los pueblos 
indígenas y las comunidades afro colombianas en la construcción de políticas 
públicas, por medio de una gestión coordinada entre el nivel nacional y local, El 
Estado, las autoridades étnicas, las organizaciones no gubernamentales y la 
Cooperación internacional. 
Interculturalidad: Entraña la correspondencia entre los Derechos Humanos y el 
derecho propio (colectivos e individuales) de las minorías étnicas. 
- Integralidad: Implica: i) complementariedad de derechos civiles y políticos-derechos 
económicos, sociales y culturales y derechos colectivos de las minorías étnicas; ii) 
continuidad en las diferentes fases del ciclo del desplazamiento; iii) Respuestas 
conjuntas de los diferentes mecanismos de protección; iv) visibilización de 
84 Comité de Derechos Humanos. Observación general No 18, párrafo 13. 
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necesidades y derechos diferenciales de grupos poblacionales particulares (mujeres, 
jóvenes, niños y adultos mayores). 
- Sostenibilidad: Generación de soluciones duraderas. 
- Adaptabilidad: Capacidad de la estrategia de transformarse adecuadamente a 
nuevos contextos (ACNUR-COLBO, 2005, p.6). 
Por otra parte, la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia se ha referido 
al alcance y desarrollo de los derechos constitucionales de las víctimas dentro 
del proceso de justicia y paz85 los cuales implican: O la exigencia de conocer la 
verdad de lo ocurrido; que se esclarezcan los delitos que afectan de manera 
masiva y sistemática los derechos humanos de la población; ii0 que se investigue 
y sancione a los responsables de esos ilícitos; iv) y, a que se procure por la 
reparación integral de quienes han resultado afectados. Igualmente, ha 
destacado el deber de reconocimiento y protección de los derechos de las 
víctimas, artículo 250 de la Constitución, con base en el principio de dignidad 
humana como base fundante del Estado social de derecho, artículo 1° superior; 
el deber de las autoridades de proteger a todas las personas residentes en el 
país en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, como 
finalidad esencial del Estado, artículo 2 constitucional; y la aplicación del bloque 
de constitucionalidad, artículo 93 de la Carta Magna, para el reconocimiento y 
protección de los derechos a la reparación integral y su conexión con los 
derechos a la verdad, la justicia y garantía de no repetición. 
Con relación al contenido de la garantía de reparación simbólica y colectiva en 
favor de los pueblos indígenas, el máximo Tribunal Constitucional ha sostenido86 
que las mismas deben ir encaminadas a: O preservar su memoria histórica; 
asegurar la no repetición de los hechos victimizantes y su aceptación pública; ii0 
el restablecimiento de su dignidad; iv) el perdón público; y v) el respeto a su 
dimensión colectiva. Todo ello en procura de la reconstrucción de las 
85 Entre otras, Sentencia C-715 de 2012 y Sentencia SU-254-13. 
86 Sentencia C-715 de 2012. 
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poblaciones agredidas por la ocurrencia de los hechos de violencia sistemática 
y generalizada87. 
Además de lo anterior, que constituye el reconocimiento del Estado a través del 
mecanismo judicial dispuesto, entre otros, en la Ley de Justicia y Paz, en lo que 
refiere a la reparación simbólica, debemos advertir que cuando nos referimos a 
los Derechos de los pueblos indígenas aludimos a una categoría especial de 
Derechos Humanos, en los cuales prima el carácter colectivo e integral, de 
acuerdo a la cosmovisión y Ley de Origen del pueblo. En particular en cuanto 
hacer al pueblo indígena Kankuamo, en un conversatorio especialmente 
organizado para la elaboración de este proyecto académico88, con miembros de 
esa comunidad liderados por el Cabildo Gobernador Jaime Arias, se planteó que 
sus derechos se sustentan en los siguientes ejes: 
La Ley de Origen, mediante el conocimiento propio interpretado por los Mames y 
Mayores (encargados de velar y reproducir los principios de la tradición), quienes 
reconocen como misión en este mundo: contribuir a conservar el equilibrio de la 
naturaleza, incluidos los seres humanos en ella, bajo el respeto a todo ser viviente, a 
los animales, a los minerales y a los vegetales que existen y a los padres y madres 
de la naturaleza y a la madre tierra, la Sierra Nevada. 
Las organizaciones propias, a partir de los mandatos internos y de la Ley de 
Origen, como pueblo Indígena de la Sierra, constituyen la Organización Indígena 
Kankuama —0IK-, y en el Consejo Territorial de Cabildos de la Sierra Nevada de 
Santa Marta —CTC-, como proceso de unificación representado por los cuatro 
cabildos gobernadores de la Sierra Nevada de Santa Marta. El CTC es una instancia 
articuladora de tareas comunes en los ámbitos nacionales e internacionales y las 
acciones que desde éstos se quieran adelantar en sus territorios. 
La legislación nacional, que define los derechos reconocidos a los Pueblos 
Indígenas a través de todas sus luchas, en materia de territorio, gobierno propio, 
salud, educación, autonomía, uso de recursos naturales y protección cultural. Bajo el 
amparo de la Constitución Política y la normatividad expresa. 
87 Concordante con el artículo 8 de la Ley 975 de 2005. 
88 Que se llevó a cabo durante los días 4 y 5 de agosto hogaño, en las instalaciones de la Unidad de 
Justicia Transicional de la Fiscalía General de la Nación con sede en Valledupar (Cesar). 
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iv). La legislación internacional, en especial el Convenio 169 de la OIT sobre pueblos 
indígenas y tribales. 
Igualmente, se hizo referencia a que su ley les dice que Umunukunu, o Sierra 
Nevada de Santa Marta, es el lugar sagrado dado a las tribus lku, Kággaba, 
Sanká y Kankuama, que la orden de los primeros padres es que desde la Sierra 
sean los cuidadores del mundo, para que por la permanencia de las formas de 
vida dadas en la Ley de Origen haya equilibrio entre la naturaleza y el hombre, 
siendo el hombre también Naturaleza. 
Además, sostuvieron que para cumplir la ley que reconocen, la Sierra les ha dado 
todo, tierra para sembrar y recoger alimento, barro, madera y paja para hacer 
sus casas, plantas medicinales para curar enfermedades, sitios sagrados y 
materiales sagrados que les brinda conocimientos y saber para cuidar del 
mundo, permanecer y vivir en paz. 
Igualmente, adujeron que han vivido siglos sin necesitar del civilizado, 
desarrollándose y cumpliendo su ley, cuidando del mundo. Expresan que si 
ahora necesitan algo es como consecuencia de las imposiciones que se les han 
hecho en los últimos 500 años, pero que si hay algo que necesitan realmente es 
que les devuelvan lo que consideran les pertenece para el mantenimiento de su 
autonomía territorial y vivencial para que sus comunidades indígenas puedan 
cumplir la Ley de Origen. Es ese sentido anotaron: 
Lo nuestro y nuestras necesidades ni son millones de pesos, ni carreteras nuevas ni 
modernas casas, ni vestidos, ni nuevos sistemas educativos, ni sistemas jurídicos y 
electorales que desconozcan las autoridades tradicionales indígenas. Sabemos muy 
bien cuál es nuestra lengua, nuestras costumbres, tradición y ley. Lo nuestro es la 
Sierra, lugar enmarcado por la Línea Negra, con su parte de mar y con los materiales 
sagrados con los que hacemos pagamentos a la Madre Tierra, con la Sierra sí que 
podemos cumplir nuestra Ley y Mandato de Origen. 
Como consecuencia de lo que viene expresado, el concepto de reparación 
integral para el pueblo Kankuamo, individual y colectivamente considerados, es 
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entendido como el restablecimiento del equilibrio y la armonía del pueblo, 
vulnerados históricamente en sus dimensiones material e inmaterial. 
ENTIDAD SOLICITANTE 
Nombre: Universidad del Magdalena. NIT: 891.780.111-8 
Representante Legal: Ruthber Escorcia Caballero 
Teléfono — fax: 4210940-4301292 
Dirección: carrera 32 # 22-08 
Apartado Postal 2-1-21630 
Correo electrónico: rectoriaunimaqdalena.edu.co. 
UBICACIÓN GEOGRÁFICA 
La Sierra Nevada de Santa Marta es un macizo montañoso en el norte de 
Colombia, la cual tiene una extensión aproximada de 21,158 kilómetros 
cuadrados, que se encuentra ubicada a orillas del Mar Caribe entre el río 
Magdalena, y la Serranía de Perijá, extendiéndose por los Departamentos de: 
Magdalena, con los municipios de Santa Marta, Ciénaga, Zona Bananera, 
Algarrobo, Concordia, Fundación, Aracataca Pueblo Viejo, Sitionuevo, Salamina, 
Remolino, Pivijay, El Piñon, Cerro de San Antonio, y El Retén; Cesar, con los 
municipios de Valledupar, El Copey, Pueblo Bello, y Bosconia; y Guajira, con los 
municipios de Riohacha, San Juan del Cesar, Fonseca, Barrancas, Distracción, 
Dibulla y Hatonuevo. Se considera como la montaña de litoral más alta del 





(De La Hoz 
Viloria, 2005, p. 10) 
Según la tradición, los pueblos hermanos indígenas Kaggaba (Kogi), Wintukwa 
o lka (Arhuaco), Sanka (Wiwa) y Kakatukwa (Kankuamo), cada uno extremo en 
los cuatro puntos cardinales, fueron creados con la misión de mantener el 
equilibrio del universo alrededor de la Sierra Nevada o Gonawindúa89, eje y 
centro del mundo. 
Jaramillo, 2009) 
89 Que significa: Go, nacer; Na, llegar; Win, movimiento; y Dua, semilla. 
(Giraldo 
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En la Sierra Nevada se reconoce la existencia de la Línea Negra o de Origen 
(sei-shizha)9° que delimita el "Corazón del mundo" y en donde se localizan los 
"ezwamas" (autoridades espirituales), sitios sagrados de los cuatro pueblos, en 
donde practican su espiritualidad a través de ceremonias como la "seguranza"91, 
los "pagamentos"92, los "confiesos"93, la "procreación", y la "armonía", así como 
la entrega de poporos, los bautizos, matrimonios y velorios, en las que se les 
retribuye a los "padres y madres espirituales" el derecho a disfrutar de ellos". 
Así mismo, la Línea Negra permite separar el territorio ancestral de los hermanos 
menores, o sea, de los que no habitan en la Sierra, constituyéndose en un 
concepto colectivo de reivindicación territorial de los indígenas de La Sierra, que 
los separa de mundos culturales distintos, siendo un legado de los antepasados 
creadores de los cuatro grupos étnicos que la habitan (Arias H. M, 2011, pp. 18 
y 19). 
Concretamente, la franja territorial de los indígenas Kankuamos se encuentra 
localizada en el municipio de Valledupar (Cesar), y en la parte sur del macizo de 
la Sierra Nevada de Santa Marta, con influencia en los ríos Badillo y Guatapurí 
en el departamento de Cesar, abarcando una extensión de 24.212,20 hectáreas 
reconocidas como resguardo por el Estado Colombiano localizado en Valledupar 
(Cesar)95, conformado por 12 comunidades: Atánquez, Chemesquemena, 
Guatapurí, Las Flores, Pontón, Ramalito, Los Haticos, Rancho de la Goya, 
Mojao, La Mina, Rio Seco y Murillo. Los integrantes de esta etnia hablan 
principalmente el español ya que no conservan su lengua ancestral denominada 
"Kakachukua o Kakatutukua o Atanques", su población corresponde al 23.2% del 
total de la población indígena a nivel municipal, y al 1.9% del total de la población 
del departamento, con un total de 15.000 personas aproximadamente96. 
99 De acuerdo con la Resolución 002 de enero 4 de 1973 y 837 de agosto de 1995, emanadas del Ministerio 
del Interior. 
91 
 Forma cómo realizan las ofrendas que se derivan de la Ley de Origen para conservar el equilibrio del 
cosmos. 
92 Tributo que rinden los indígenas de la Sierra a sus antepasados. 
93 
 Confesiones con los mamos a través de las cuales éstos conocen la vida y el pensamiento de los 
miembros de la comunidad. 
94 Al respecto ver: "primero las víctimas, criterios para la reparación integral, víctimas individuales y grupos 
étnicos". Procuraduría General de la Nación, 2007, pp. 77 a 82. 
95 
 Creado mediante acto administrativo 012 del 10 de abril de 2003, emanada del Instituto Colombiano de 
la Reforma Agraria - Incora. 
96 Observatorio del programa presidencial de derechos humanos y DIH. 
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UBICACIÓN GEOGRÁFICA DEL PUEBLO KANKLIANIO, 
u•n OrgmliacIón Inn.Ka uarne 
Debido a la riqueza cultural, ecológica e hídrica, por su diversidad natural y por 
su estratégica geoposición, el conflicto guarda una significativa relación con el 
macizo montañoso de la Sierra Nevada de Santa Marta, pues se encuentra 
interrelacionada con tres departamentos y con otros sistemas montañosos 
conexos, donde los actores armados han establecido corredores estratégicos 
para buscar imponer control social y militar en la zona, así como la práctica de 
actividades asociadas a economías ilegales como el narcotráfico y el 
contrabando. Además, los departamentos del Cesar y la Guajira, están ubicados 
en zonas fronterizas, colindando con Venezuela, en donde se desarrollan 
dinámicas relacionadas con el aprovisionamiento de manera ilegal de armas y 
municiones (Montes & Martínez, 2014, pp. 22 a 40). Mientras que el Magdalena 
sirve de puente que la conecta con la región Caribe, a lo que se suman las 
desembocaduras de los ríos al Mar Caribe. La Sierra Nevada también se 
interconecta con el sistema montañoso de la Serranía del Perijá, que también se 
une con Venezuela y otras regiones importantes como el Sur de Bolívar y el 
Norte de Santander. 
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ENTIDADES PARTICIPANTES 
Entidades públicas: Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
Fiscalía General de la Nación — Dirección Nacional de Fiscalía Especializada de 
Justicia Transicional, Defensoría del pueblo, Procuraduría General de la Nación, 
Personería municipal de Valledupar, Alcaldía Municipal de Valledupar, Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar —ICBF-, Ejército de Colombia —Batallón de 
Artillería "La Popa" # 2, Gobernación del Cesar, Universidad Popular del Cesar, 
centros de educación pública secundaria de Valledupar. 
Entidades privadas: Organización Indígena Kankuama (01K), Organización 
Nacional Indígena de Colombia (ONIC). 
IDENTIFICACIÓN DEL PROBLEMA 
Debido a los aspectos expuestos precedentemente, el pueblo indígena 
Kankuamo ha sufrido una serie de violencias que han afectado de manera 
categórica a su población y el normal devenir del pueblo. Es así como su libro 
Hoja de Cruz, publicado por el Resguardo Kankuamo (2009) recoge varios de 
esos hechos violentos que han afectado a su pueblo, los cuales, inclusive, se 
remontan a la violenta conquista armada llamada "descubrimiento" que data de 
1492, para evidenciar el daño causado con ocasión a la llegada de misiones 
evangelizadoras que señalaban y estigmatizaban la cultura y las creencias 
propias del pueblo de alguna manera "malignas" e indebidas, lo que por ende 
genera pérdida de identidad de la cultura indígena, lo que se ve profundizado por 
el reclutamiento de jóvenes que después serían llevados a los campos 
misioneros. 
Con el paso del tiempo vendría el periodo de la violencia, comprendido entre 
1945-1953, la bonanza marimbera, entre 1976-1985, y con posterioridad el 
narcotráfico, auge y sustitución de la siembra de cultivos ilícitos a la coca y la 
proliferación de la cocaína. La violencia conllevó al desplazamiento y migración 
de la ciudad al campo, el latifundismo y las disputas por las tierras que eran de 
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propiedad de los indígenas. La bonanza marimbera acarreó el aumento 
considerable del conflicto y la confrontación con los colonos. El narcotráfico 
implicaría el despojo de tierras, las muertes selectivas a líderes indígenas y 
comunidad en general, el resquebrajamiento de la economía indígena y el 
reclutamiento ilícito de sus jóvenes. 
Después de la violencia representada por esos periodos se avecinaría la estela 
de violencia y victimización más fuerte para el pueblo indígena Kankuamo, que 
vendría con la llegada de las Autodefensas Unidas de Colombia —AUC- en 1996. 
Ese periodo estaría marcado por un marcado desplazamiento forzado y un 
confinamiento de la población indígena Kankuama en sus territorios ancestrales, 
lo que respondió a la estrategia de las AUC de generar un anillo en la parte baja 
de la Sierra Nevada de Santa Marta que funcionó como perímetro circunferencial 
a fin de evitar el flujo de recursos, provisiones y demás para las guerrillas que se 
encontraban en la parte superior de la Sierra, bloqueando su acceso a la 
economía regional. 
Aunado al confinamiento y al desplazamiento forzado, la presencia de las AUC 
trajo consigo una estela de desapariciones forzadas, reclutamiento forzado, 
homicidios, violencia sexual, entre otros delitos con base en señalamientos 
arbitrarios que tildaban a los miembros del pueblo Kankuamo de ser parte o 
colaboradores de la subversión. 
En últimas, el pueblo Kankuamo se vería inmerso en una guerra ajena y un fuego 
cruzado en el cual resultaron victimizados por la dinámica de conflicto a la que 
se vieron abocados. 
Como producto de la presencia de las AUC en la Sierra Nevada de Santa Marta, 
se tiene que de las 604 acciones armadas entre acciones perpetradas por los 
grupos armados y combates con la Fuerza Pública, entre 2003-2008 en la Sierra 
Nevada de Santa Marta, el 52% de éstas acciones (316) se concentraron en 4 
de los 17 municipios de la región, siendo el municipio de Valledupar el que más 
registro de hechos presentó para un total de 102 hechos. De igual manera, es 
preciso resaltar que en ese periodo, se registraron un total de 4.413 homicidios 
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en la región de la Sierra Nevada de Santa Marta y según Betancurt & Samper 
(2010) desde 1982, los homicidios se registraron en 342, de los cuales 234 
fueron cometidos a partir de 1999, lo que se ve agravado por 71 asesinatos 
solamente en 2003. En lo relativo a homicidios de grupos vulnerables, se tiene 
un total de 27 homicidios de sindicalistas en la zona de la Sierra Nevada de Santa 
Marta, entre maestros sindicalizados, sindicalistas de otros sectores y de 
maestros no sindicalizados. 
El pueblo Kankuamo ha sido declarado por el relator Especial de las Naciones 
Unidas para los Pueblos Indígenas en el Informe sobre Colombia (2004), como 
el pueblo que quizás ha sido el mayor afectado por el conflicto armado en la 
Sierra Nevada de Santa Marta debido a los asesinatos de líderes, las 
desapariciones, las quemas de viviendas, los desplazamientos y los 
reclutamientos. Es así como podemos ver que entre 1995 y 2008, se presentaron 
190 decesos de miembros de la etnia Kankuama, de los que 91 muertes o el 
48% de ellas corresponde a los años 2002 y 2003; a nivel nacional el total de 
víctimas Kankuamas representan el 15% del total nacional que se tiene para 
dicho periodo con un total de 1.233 víctimas indígenas (observatorio del 
programa presidencial de derechos humanos y DIH). La estela de homicidios 
puede observarse a través del siguiente cuadro. 
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Fuente: Observatorio del Programa Presidencial de OH y DIH, Vicepresidencia de la República. 
Procesado: Observatorio del Programa Presidencial de 01-1 y DIH. Vicepresidencia de la República 
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Para 2002 y 2003 se presentarían las principales masacres contra el pueblo 
Kankuamo. El "recrudecimiento de la violencia se produjo debido a la 
estigmatización de la población como colaboradora de la insurgencia. En este 
sentido, está el caso de Tito Arias, presunto tercero al mando del frente 59 de 
las Farc y directo responsable de la muerte de Consuelo Araújo y del hijo de un 
reconocido terrateniente del Cesar" (observatorio del programa presidencial de 
derechos humanos y DIH). A más del homicidio de Tito Arias, la estigmatización 
continuaría. 
Precisamente casos como los referidos dejan ver que la mayor vulneración 
contra el pueblo Kankuamo fue el señalamiento y estigmatización de estar 
vinculados con los GAOML, el reclutamiento forzado de sus miembros, así como 
la presencia y confrontación de las partes enfrentadas en territorios sagrados y 
de propiedad de la etnia. En una incursión del Bloque Norte de las AUC, en 
donde resultaron muertos el mamo del Cabildo Indígena Abel Alvarado Maestre, 
Alfredo Antonio Borrego, José Manuel Cáceres y Franklin Manuel Arias, 
representó una de las mayores violaciones en contra de la comunidad indígena. 
En lo atinente al desplazamiento forzado, se tiene que 400 familias de la etnia 
tuvieron que salir de sus tierras para irse a las ciudades, lo que generó graves 
consecuencias en términos de pérdida de identidad cultural. Dentro de los 
desplazamientos masivos más destacados se encuentra el del 10 de mayo de 
2000 por la incursión armada de las AUC en las comunidades de Atánquez y La 
Mina, en el que 1500 familias se vieron obligadas a ocupar la Plaza Alfonso 
López de Valledupar. Al igual que el desplazamiento del campo a la ciudad se 
encuentra el dirigido hacia otras comunidades Kankuamas u otros lugares de la 
Sierra Nevada de Santa Marta. Como consecuencia de ese desplazamiento 
forzado se generó en la comunidad tanto de Atánquez como en las demás 
comunidades la disminución de la capacidad productiva de un número 
significativo de parcelas abandonadas. 
Por todas las afectaciones al Pueblo Kankuamo descritas anteriormente, 




Restablecer los derechos del pueblo indígena Kankuamo, afectado por las 
acciones violentas perpetradas por grupos armados organizados al margen de 
la ley, mediante la generación de medidas de reparación simbólica. 
Objetivos específicos 
Brindar herramientas de participación y defensa de los derechos del pueblo 
indígena Kankuamo a los líderes de las comunidades que lo conforman, ante las 
distintas instancias judiciales nacionales e internacionales y demás instituciones 
públicas y privadas. 
Reconstruir el imaginario histórico en torno a la afectación generada por el 
conflicto armado, que conlleve, entre otros, a su redignificación y a la 
recuperación de su buen nombre y honra. 
Crear espacios que conlleven a recomponer el sentido de pertenencia y la 
identidad cultural y valores distintivos del pueblo Kankuamo. 
Fomentar el respeto por el territorio ancestral de donde emana su existencia 
y se asienta la Ley del Origen y la madre naturaleza. 
JUSTIFICACIÓN Y FUNDAMENTOS DEL PROYECTO 
La historia del conflicto armado interno de Colombia tendrá siempre que referir 
entre sus más cruentos capítulos las graves y profundas afectaciones al Pueblo 
Kankuamo pues éste ha sido tal vez el más golpeado de los cuatro pueblos 
indígenas de la Sierra Nevada, caracterizados por homicidios selectivos, 
masacres, desapariciones forzadas, hostigamientos y abusos sexuales a 
mujeres y niñas, así como detenciones masivas y arbitrarias, torturas, 
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señalamientos y hostigamientos por parte de grupos armados organizados al 
margen de la ley, sin dejar de advertir que, igualmente, se han venido 
denunciando a voz viva agresiones por parte de las Fuerzas Armadas y otros 
agentes estatales. 
La especial situación de vulnerabilidad del pueblo indígena Kankuamo a raíz del 
conflicto armado interno quedó develada por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, quien el 24 de octubre del 2003 solicitó al Gobierno de 
entonces la emisión de medidas encaminadas para proteger la vida e integridad 
personal de los miembros de esa comunidad; no obstante ello, "del 15 al 29 de 
octubre de 2003 fueron ejecutados extrajudicialmente siete indígenas por 
miembros de las AUC. Posteriormente fue desaparecido Rafael Arias Maestre el 
23 de noviembre de 2003 y asesinado William Pacheco Arias, quien fue 
degollado en el sitio «Los Caminos de Valerio», zona de influencia de las AUC'97. 
Por lo anterior, el 5 de julio de 2004 la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos decretó las medidas provisionales solicitadas por la Comisión 
considerando: 
Que la Comisión Interamericana ha adoptado medidas cautelares que no han 
producido los efectos requeridos y, por el contrario, los hechos ocurridos 
recientemente hacen presumir que los miembros del pueblo indígena Kankuamo se 
encuentran en una situación de grave riesgo. 
Que la Corte ha ordenado la protección de una pluralidad de personas que no han 
sido previamente nominadas, pero que sí son identificables y determinables y se 
encuentran en una situación de grave peligro en razón de su pertenencia a una 
comunidad. En este caso, según lo indicado por la Comisión, se desprende que el 
pueblo indígena Kankuamo, integrado por aproximadamente 6.000 personas, 
constituyen comunidades organizadas, ubicadas en un lugar geográfico determinado 
cuyos centros poblacionales son Atánquez, Chemesquemena, Guatapurí, Las Flores, 
Pontón, Mojado, Ramalito, Rancho de la Goya, Los Háticos, La Mina, Murillo y 
Rioseco, en la vertiente suroriental de la Sierra Nevada de Santa Marta, y comprende 
97 "Sistema de Información sobre el Desplazamiento Forzado por la Violencia", septiembre de 2014. En: 
http://www.disaster-info.net/desplazados/informes/rut/estudio7/estudiocaso7.odf Última visita: 30 de junio 
de 2015. 
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parte de los departamentos de Magdalena, Guajira y Cesar, cuyos miembros pueden 
ser identificados e individualizados y que, por el hecho de formar parte de dichas 
comunidades del pueblo indígena Kankuamo, todos se encuentran en una situación 
de igual riesgo de sufrir actos de agresión contra su integridad personal y su vida, así 
como verse desplazados forzadamente de su territorio". Por ello, esta Corte 
considera conveniente dictar medidas provisionales de protección a favor de todos 
los miembros de las comunidades del pueblo indígena Kankuamo. 
10. Que la situación que vive el pueblo indígena Kankuamo, según lo descrito por la 
Comisión, ha afectado la libre circulación de sus miembros y los ha obligado a 
desplazarse a otras regiones, por lo que es necesario que el Estado asegure que las 
personas beneficiadas con las presentes medidas puedan seguir viviendo en su 
residencia habitual y brinde las condiciones necesarias para que las personas 
desplazadas de dicha comunidad regresen a sus hogares99. 
Particularmente, en el contexto de las exigencias de respeto del derecho a la 
vida, a pesar de la existencia de las medidas por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, se calcula que han sido asesinados, de manera sistemática, 
poco más de 250 miembros en los últimos veinte años. 
El escenario de vulneraciones de Derechos Humanos (DDHH) e infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario (DIH), da cuenta de la dramática situación 
que han tenido que afrontar con una constante de advertida cúpula hasta el año 
2008, con un continuo delictivo hasta la fecha, no obstante la disminución de la 
intensidad de los ataques como quiera que han variado las prácticas y 
circunstancias de los agentes perpetradores, todo, ante un marcado desinterés 
y la indiferencia del Estado colombiano para cumplir los postulados 
constitucionales establecidos en los artículos 7 y 8 que hacen referencia a que 
"el Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación 
98 Cita de la Corte. Cfr. Caso de las Comunidades del Jiguamiandó y del Curbaradó. Medidas Provisionales. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 6 de marzo de 2003, considerando 
noveno. 
99 Cita de la Corte. Cfr. Caso de las Comunidades del Jiguamiandó y del Curbaradó. Medidas Provisionales. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 6 de marzo de 2003, considerando 
décimo; Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. Medidas Provisionales. Resolución de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de 24 de noviembre de 2000, considerando octavo; y Caso 
Giralda Cardona. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 
5 de febrero de 1997, considerando quinto. 
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Colombiana" y que "es obligación del Estado y de las personas proteger las 
riquezas culturales y naturales de la Nación". Por lo cual, ante el abandono 
Estatal, la falta de adopción de políticas claras que aseguren la protección de 
nuestras etnias, entre estas la Kankuama, han dado margen a un insospechado 
estado de vulnerabilidad, agravado por la conducta de sus propios agentes que 
no solo omiten las acciones de protección sino que en ocasiones las propician, 
patrocinan y hasta protagonizan 
Uno de los elementos importantes dentro de este proceso de construcción 
colectiva es la preservación de la memoria histórica de todas las víctimas 
indígenas Kankuamas, que de alguna manera entraría a ser parte de la 
recuperación y el fortalecimiento del gobierno propio y la autonomía, así como 
la reparación por los daños culturales, espirituales, morales y materiales 
(económicos y ambientales) causados al territorio y a cada uno de los 
integrantes del pueblo Kankuamo reconocidos colectivamente como víctimas del 
conflicto armado de manera directa o indirecta, aportando hacia la consolidación 
de una estrategia de lucha en contra de la impunidad, entendiendo que la 
reparación no puede desligarse de la verdad ni de la justicia. 
POBLACIÓN OBJETIVO / ANÁLISIS DE 
PARTICIPACIÓN 
Según la tradición oral el pueblo de Antanquez fue fundado por un Mama 
indígena llamado Tukaka. Inicialmente estuvo ubicado en la región de Villa 
Rueda y posteriormente en el territorio conocido como Iglesia Vieja, luego la 
población fue trasladada al lugar que hoy ocupa, según orden de la real 
audiencia de Santa Fe al juez subdelegado de tierras, Don Agustín de la Sierra 
en el año de 1781. Su nombre indígena viene de una vieja tradición Kankuama, 
que significa "Trabajo", lucha y defensa". Fue creado según Acuerdo Municipal 
02 del 4 de enero de 1906, siendo alcalde de Valledupar el Dr. Moisés Martínez. 
Hoy Atánquez hace parte del recién creado Resguardo Kankuamo, constituido 
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según resolución No. 012 de Abril 10 del 2003 del Instituto Colombiano de la 
Reforma Agraria (INCORA). (Arias W. E. 2009). 
La comunidad indígena en su mayoría está asentada en el municipio de 
Valledupar en el resguardo del mismo nombre, y corresponden al 23.2% del 
población indígena total a nivel municipal, y al 1.9% del total de la población del 
departamento. 
La segregación racial y un sistemático intento de incorporar a las comunidades 
indígenas a la civilización, hizo que los Kankuamo iniciaran una pérdida paulatina 
de sus valores culturales, como la lengua, desde el siglo XIX. La colonización y 
la segregación generada por este proceso hizo que los Kankuamos dejaran de 
sentirse orgullosos por su tradición y comenzaran a ocultar su naturaleza 
ancestral, por lo que se asimilaron a campesinos durante un largo periodo del 
siglo pasado. Sin embargo, desde los noventa, los Kankuamos de la parte baja 
hasta entonces reconocidos como campesinos, llamados comúnmente 
Atanqueros, fueron considerados como indígenas por su proceso de 
reconstrucción étnica. Es así como del 16 al 20 de septiembre de 1993, se 
celebró el I Congreso del Pueblo Indígena Kankuamo que ratificó en forma 
colectiva la decisión de reanudar la identidad indígena que había sido negada. 
Dicho suceso integró a los Kankuamo en la ONIC, creó la 01K con el primer 
Cabildo Gobernador. El proceso de delimitación del territorio Kankuamo y de 
creación del resguardo ha sido difícil. 
El fuerte impacto de la colonización y de poderes desiguales con las instituciones 
que se sucedieron desde la conquista, llevaron paulatinamente al debilitamiento 
de los usos y costumbres del pueblo. Actualmente, el pueblo Kankuamo ha 
perdido su vestido tradicional y su lengua se encuentra casi extinta.lw 
A partir de su visión cosmogónica construyen sus procesos colectivos y se 
relacionan con su entorno. Los habitantes de la sierra consideran la madre tierra 
como pilar único y rige la vida y el comportamiento del indígena. La Sierra 




Nevada de Santa Marta es considerada por los indígenas como un cuerpo 
humano, donde los picos nevados representan la cabeza; las lagunas de los 
páramos el corazón; los ríos y las quebradas las venas; las capas de tierra los 
músculos; y los pajonales el cabello. Con esa base, toda la geografía de la Sierra 
Nevada es un espacio sagrado. Así mismo, según su cosmovisión son los 
encargados de cuidar y preservar el mundo, tratando de velar porque el ciclo 
cósmico tenga un buen progreso.101  
Su sistema de producción es de autosuficiencia y su sistema económico se basa 
principalmente en la agricultura, favorecida por los pisos térmicos presentes en 
la sierra. La tierra es considerada como "madre" y ofrece los productos que 
alimentan a sus descendientes; así mismo, cada familia dispone de dos o más 
parcelas, situadas en diferentes pisos térmicos, lo cual ayuda con la producción 
en comunidad, pues la tierra es compartida. En la producción agrícola intervienen 
todos los miembros de la comunidad, los hombres comienzan el ciclo en febrero 
y las mujeres apoyan en la etapa de la cosecha. El territorio es comunitario y 
corresponde al Cabildo Gobernador. 
En términos de organización sociopolítica el líder de la organización social está 
constituida en la figura del Mamo, hombre de juicio y cabeza dentro de la 
jerarquía social del lugar. Entre los Mamos existen grados, donde los Takina, 
Makotama y Seishua son los de más alto rango. El Mamo también dirige la 
organización de los cabildos, es la persona que toma las decisiones y ejerce 
justicia. Su gobernabilidad está establecida en la ,"Ley de Sé", que es la "Ley de 
Origen". Después de los Mamos, está el grupo de los Mayores, que es un grupo 
de ancianos con cierto estatus, por edad y conocimiento. Ellos, junto con el 
Mamo, también ayudan a tomar decisiones y a impartir justicia. La familia nuclear 
es considerada como un pilar básico de la estructura socia1.102 
1°1 
 OBSERVATORIO DEL PROGRAMA PRESIDENCIAL DE DERECHOS HUMANOS Y DIH, Diagnóstico 
de la situación del pueblo indígena Kankuamo, visto: 03/09/2015 




R1.1. Que los Miembros de las comunidades que hacen parte del pueblo 
indígena Kankuamo tengan la capacidad de hacer valer sus derechos 
vulnerados ante las instancias nacionales e internacionales. 
R1.2. Que los miembros de la comunidad identifiquen las alternativas de carácter 
judicial que tienen para hacer valer sus derechos y, en particular, que conozcan 
de las etapas del proceso penal especial de justicia y paz en procura de las 
garantías de verdad, justicia y reparación y no repetición. 
R2.1. Que los miembros del pueblo Kankuamo no sean estigmatizados ni 
señalados en razón de su etnia como presuntos colaboradores o miembros de 
fuerzas ilegales, ni como infractores directos de la ley. 
R2.2. Que se materialice a través de divulgaciones públicas la realidad de las 
afectaciones sufridas por el pueblo Kankuamo. 
R3.1. Que institucionalmente se apoye un proceso de formación propia a los 
líderes de las comunidades a través de la creación de cursos formativos 
tendientes al rescate cultural y al restablecimiento del tejido social. 
R.3.2. Que institucionalmente se apoye un proceso de formación propia a las 
comunidades a través de la creación de cursos deportivos formativos tendientes 
al rescate cultural y al restablecimiento del tejido social. 
R.3.3. Que se desarrolle un plan de atención psicológica e intercultural, orientado 
mediante métodos convencionales. 
R.4.1. Que se garantice el libre movimiento por el territorio Kankuamo a los 
miembros de las comunidades indígenas que habitan la Sierra Nevada de Santa 
Marta. 
R.4.2. Que se fomente el respeto de los sitios sagrados que han sido profanados 
a causa del conflicto armado. 
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CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES 
RESULTADOS ACTIVIDADES MES 
1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 . 
R1.1. Que los Miembros de la comunidad que hacen 
parte del pueblo indígena Kankuamo tengan la 
capacidad de hacer valer sus derechos vulnerados 
ante las instancias nacionales e internacionales, 
A.1.1.1 Capacitar mediante un plan de formación a cargo 
de dos profesionales del derecho a los líderes de las doce 
comunidades que conforman el pueblo Kankuamo en la 
defensa de sus derechos ante diferentes instancias. 
R1.2. Que los miembros de la comunidad identifiquen 
las alternativas de carácter judicial que tienen para 
hacer valer sus derechos y, en particular, que 
conozcan de las etapas del proceso penal especial de 
A.2.1.2. Capacitar a través de un curso formativo a cargo 
de especialistas en la materia a los líderes de las doce 
comunidades sobre la forma directa de participación en el 
proceso de justicia y paz 
justicia y paz en procura de las garantías de verdad, 
justicia, reparación y no repetición. 
R2.1. Que los miembros del pueblo Kankuamo no 
sean estigmatizados ni señalados en razón de su 
etnia como presuntos colaboradores o miembros de 
fuerzas ilegales, ni como infractores directos de la ley. 
A.3.2.1. Instruir a los líderes de las comunidades para que 
en los procesos judiciales los victimarios, así como el ente 
acusador hagan la declaración pública acerca de la no 
militancia o colaboración de las víctimas en las actividades 
criminales 
R2.2. Que se materialice a través de divulgaciones 
públicas la realidad de las afectaciones sufridas por el 
pueblo Kankuamo. 
A.4.2.2. Realizar con el apoyo de la oficina de prensa de 
la Fiscalía General de la Nación, la publicación de la 
realidad de las afectaciones del pueblo Kankuamo. 
R3.1. Que institucionalmente se apoye un proceso de 
formación propia a las comunidades a través de la 
creación de cursos deportivos formativos tendientes 
al rescate cultural y al restablecimiento del tejido 
social. 
A.5.3.1. Llevar a cabo, con el apoyo de la Alcaldía del 
Municipio de Valledupar, a través de su Secretaría de 
Cultura, actividades deportivas que refuercen los valores 
culturales y de tradición del pueblo Kankuamo. 
R.3.2. Que se apoye la recuperación de actividades 
lúdicas, culturales y deportivas, que reafirmen los 
valores y tradiciones del pueblo Kankuamo. 
A.6.3.2. Adelantar, con la colaboración de la Alcandía del 
Municipio de Valledupar, a través de su Secretaría de 
Cultura, actividades para el rescate de la música 
tradicional del pueblo Kankuamo (chicote y gaita), el 
fomento de la danza tradicional al interior de los hogares y 
de la familia Kankuama que afiance su identidad como 
etnia. 
R.3.3. Que se desarrolle un plan de atención 
psicológica e intercultural, orientado mediante 
métodos convencionales, 
A.7.3.3. Fomentar a través del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar la atención prioritaria por el daño 
psicológico causado a las víctimas menores de edad 
identificadas del pueblo Kankuamo. 
A.8.3.3. Que se brinde atención psicosocial a las víctimas 
de delitos sexuales que resultaron afectadas por los ilícitos 
perpetrados por miembros de GAOML 
R.4.1. Que se garantice el libre movimiento por el 
territorio Kankuamo a los miembros de las 
comunidades indígenas que habitan la Sierra Nevada 
A.9.4.1. Promover una reunión entre los líderes de las 
comunidades que hacen parte del pueblo Kankuamo y los 
Comandantes de las Fuerzas Militares con sede en 
de Santa Marta. Valledupar, en aras de brindar garantías para libre 
movilidad de los indígenas por la Sierra Nevada de Santa 
Marta. 
R.4.2. Que se fomente el respeto de los sitios A.10.4.2. Dotar a la comunidad de material ilustrativo que 
sagrados que han sido profanados a causa del dé cuenta de los lugares sagrados y ritos espirituales 
conflicto armado, ancestrales para que desde el inicio de sus vidas 
desarrollen un sentido de pertenencia y respeto para con 
dichos lugares. 
A.11. 4.2 Proponer en las instituciones educativas de la 
ciudad de Valledupar la creación de una cátedra de cultura 
ciudadana en la cual se enseñe la importancia y respeto 
de los sitios sagrados para el pueblo Kankuamo. 
DURACIÓN TOTAL DE LA EJECCIÓN DEL PROYECTO 
Este proyecto está planeado para tener la duración de doce (12) meses, 
iniciando el 5 de octubre de 2015 y concluyendo el 5 de octubre de 2016. 
ESTRATEGIA DE EJECUCIÓN. 
El presente proyecto iniciará con una reunión con los líderes de las comunidades 
de Atánquez, Chemesquemena, Guatapurí, Las Flores, Pontón, Ramalito, Los 
Haticos, Rancho de la Goya, Mojao, La Mina, Rio Seco y Murillo; así como con 
el Cabildo Gobernador, para socializar y poder concertar conjuntamente la 
dinámica de ejecución del proyecto, así como extraer una serie de aportes a 
efectos de su implementación. 
Con posterioridad al acercamiento/contacto inicial con los líderes de las 
comunidades y el Cabildo Gobernador se concertarán varias reuniones con 
representantes de las instituciones involucradas con el fin de socializar el 
proyecto e instarlos a su participación proactiva y compromiso para alcanzar los 
resultados propuestos. 
Una vez se haya establecido la hoja de ruta para la implementación del presente 
proyecto, de manera acordada con las autoridades del pueblo indígena se 
seleccionará a un líder de cada comunidad, en total 12, a fin de adelantar con 
ellos las actividades propuestas, quienes serán los encargados de replicar la 
experiencias con los demás integrantes de la comunidad. 
Gestionar recursos económicos y humanos para la implementación de las 
estrategias y las actividades planteadas, dando a conocer la propuesta a 
entidades del sector público y privado para llevar a cabo la ejecución del 
proyecto. 
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VIAVILIDAD Y SOSTENIBILIDAD 
Se espera que las capacitaciones brindadas sean replicadas por parte de los 
líderes receptores a otros miembros del pueblo indígena Kankuamo, para así 
fortalecer el entramado social, el grado de cohesión y la pervivencia cultural de 
la comunidad. Esperamos que de esta manera se pueda lograr el mantenimiento 
del espíritu del proyecto a través del tiempo. 
CONDICIONANTES/FACTORES EXTERNOS 
Para la ejecución del proyecto es necesario reconocer las diferentes limitaciones 
y condiciones que contrae el abordaje de un tema tan delicado como lo es la 
intervención en una población indígena afectada por la violencia. Para ello se 
han desarrollado estrategias, con el fin de darle paso y avance a los objetivos 
planteados en la obtención de los resultados esperados. En cuanto a las 
limitaciones y condiciones externas las esperadas son: 
A pesar de la aceptación e interiorización de la importancia que infiere la 
visibilización de los he hechos de los que fue víctima el pueblo indígena 
Kankuamo, los miembros seleccionados no acuden al llamado que se les haga 
para participar en las actividades por situaciones de seguridad. 
Existen discusiones, debates y/o posiciones fundamentalmente opuestas que 
impiden un acuerdo y/o avance en las temáticas a abordar, así como el 
encuentro de diferencias para la instauración de un proceso de litigio estratégico. 
La fuerza pública todavía argumenta que la comunidad de Atánquez colaboró 
con la subversión y apoyó la labor de las guerrillas. De la misma manera existe 
falta de voluntad por parte de la Fuerza Pública de llevar a cabo un 
reconocimiento público de los señalamientos que por parte de la Fuerza Pública 
se pudieron hacer que tildaban a miembros y a la comunidad de Atánquez de 
ser colaboradora de la subversión. 
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No se da una efectiva priorización por parte del Centro Nacional de Memoria 
Histórica para la realización de la investigación de los hechos de los que fueron 
víctimas los integrantes y la comunidad indígena Kankuama de Atánquez. 
Las instituciones encargadas de la reparación de la comunidad indígena 
Kankuama carecen de voluntad para asistir a la mesa interinstitucional de así 
como de voluntad para fungir como secretaría técnica. 
A pesar de la convocatoria, creación y asistencia a la mesa interinstitucional 
para la reparación a la comunidad indígena Kankuama de Atánquez, las 
instituciones dejan de hacer asistencia 
La secretaría técnica presenta un bajo desempeño en su labor. 
Los pueblos indígenas convocados a la reunión entre los pueblos afectados 
por la violencia y en proceso de reparación no asisten al evento citado 
De acuerdo a los condicionantes anteriormente relacionados, éstos tienen el 
potencial de impactar negativamente la implementación del proyecto. 
MATRÍZ DE PLANIFICACIÓN DEL PROYECTO 
DESCRICPCIÓN INDICADORES FUENTES DE 
VERIFICACIÓN 
SUPUESTOS 
La comunidad - Encuestas en - Falta de interés 
Restablecer los reconoce al instituciones de de los líderes 
derechos del pueblo indígena educación Kankuamos en 
pueblo indígena Kankuamo como superior y en la las actividades 
Kankuamo digno de comunidad de propuestas. 
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líderes de las - Los 12 líderes - Informe de los líderes en 
comunidades que de las semestral. hacer visibles y 
Objetivos 
lo conforman, 





Específicos. instancias Kankuamo tienen reivindicación 











proceso penal de 
justicia y paz. 
derechos. 
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2. Reconstruir el 
imaginario 
histórico en torno 
a la afectación 
generada por el 
conflicto armado, 
que conlleve, 
entre otros, a su 
redignificación y a 
la recuperación de 

















directos de la ley. 





rescate cultural y 
al 
restablecimiento 
del tejido social. 
Decisiones 
judiciales en 
donde se ventilen 






público de los 
victimarios de 
perdón y el relato 




el resto de la 
colectividad. 
- las decisiones 
judiciales no 
revelan la 












- no se acuerdan 





de los líderes. 
3. Crear espacios 
que conlleven a 
recomponer el 
sentido de 



















- La Secretaría de 













las actividades y 
los resultados. 
- Falta de interés 
en acudir a las 
actividades 
propuestas. 
4. Fomentar el 
respeto por el 
territorio ancestral 
El 100% de los 








orden público no 
permiten la 
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de donde emana 
su existencia y se 
asienta la Ley del 
















- Declaración de 
los Comandantes 
de la Fuerza 
Públiza. 





- Informe del 
Consejo 
Territorial de 
Cabildos de la 
Sierra Nevada de 





- Existe cierta 
resistencia 
frente a la 
presencia de 
miembros de la 
Fuerza Pública 









la práctica de las 
ceremonias y 
ritos sagrados. 
- Los 12 líderes - Informes - Temor por 
R1.1. Que los de las semestrales que parte de los 
Miembros de las comunidades del den cuenta de la líderes. 
comunidades que pueblo efectiva - Presencia en la 
hacen parte del Kankuamo participación de zona de los 
pueblo indígena visibilizan ante los líderes ante perpetradores 
Kankuamo tengan diferentes diferentes de los delitos en 
la capacidad de 
hacer valer sus 
instancias los 
hechos violentos 











- Los 12 líderes -Talleres. - Falta de interés 
R1.2. Que los de las - Conversatorios. de reclamar por 
miembros de la comunidades vía judicial la 
comunidad identifican las reparación 
identifiquen las etapas del simbólica de los 
Resultados. alternativas de proceso de perjuicios 
carácter judicial Justicia y Paz y causados al 
que tienen para 




derechos y, en hacer valer en Revictimización 
particular, que 




justicia y paz en 
procura de las 
garantías de 





reparación y no 
repetición.  













directos de la ley. 
- Que en el 100% 
de las decisiones 
judiciales en 
donde se ventilen 




versiones de los 
líderes de las 
comunidades y 
se reivindique el 
buen nombre y 










- Informe sobre el 
rastreo en bases 













No se hace una 
reconstrucción 
histórica y 
apegada a la 












realidad de las 
afectaciones 















rescate cultural y 
al 
restablecimiento 
del tejido social. 
- Se produzca 
una publicación 




contra del pueblo 
Kankuamo a 
manos de grupos 
organizados al 


















- Falta de apoyo 
institucional. 
Los líderes no 
replican las 
actividades a los 
demás 
miembros de las 
comunidades. 
R.3.2. Que se 
apoye la 
recuperación de 
















R.3.3. Que se 












di sca pacitad os, 
se espera una 
participación del 
40% de los 
miembros de 
cada grupo en las 
actividades que 
se propongan de 
acuerdo a sus 
capacidades. 
- El 100% de los 
menores que se 
han visto 
afectado por el 











- Encuentro con 
cada uno de los 
grupos 
poblacionales. 
- Informe sobre la 
atención 
psicosocial 
ofrecida a los 
menores. 
- Informe de 
atención 
psicosocial 
ofrecida a las 
víctimas de 
delitos sexuales 





ofrecida a sus 
hijos. 
- La atención 
que se pretende 
brindar a los 
menores no es 
bien recibida por 
las 
comunidades. 
- Falta de 
compromiso 
institucional. 





R.4.1. Que se 
garantice el libre 
movimiento por el 
territorio 
Kankuamo a los 
miembros de las 
comunidades 
indígenas que 
habitan la Sierra 
Nevada de Santa 
Marta. 
Presencia de la 
fuerza pública, 
concertada con 























parte de los 
líderes de la 
comunidad para 
concertar con la 
fuerza pública 





R.4.2. Que se En las - Visita a centros - No existe 
fomente el 




- Planes de 
interés para 
adecuar el 
sitios sagrados educación estudio de programa de 
que han sido secundaria se educación estudios. 
profanados a 






donde se enseñe 
la importancia y 
preservación de 
los sitios 




PRESUPUESTO DEL PROYECTO 









1 $ 2.700.000 12 2.700.000 32.400.000 
Profesionales 
(psicólogos) 
3 $2.200.000 3 6.600.000 19.800.000 
Profesionales 
(Abogados) 




4 $2.200.000 7 6.600.000 46.200.000 
Personal de 
apoyo 







Cantidad Valor gastos Total 





terrestre local para 
los beneficiarios 
20 $3.000 $1.200.000 
Refrigerio para 
capacitaciones, 
talleres y seminario 
5 $3.000 $8.400.000 
Total $11348000 
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- Ley 21 de 1991. 
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Evidencia fotográfica de encuentro con autoridades del pueblo Kankuamo. 
Árbol de problemas 
LEY 21 DE 1991 
(Marzo 4) 
Por medio de la cual se aprueba el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y 
tribales en países independientes, adoptado por la 76a. reunión de la Conferencia 
General de la O.I.T., Ginebra 1989 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA: 
CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO 
CONVENIO 169 
CONVENIO SOBRE PUEBLOS INDIGENAS Y TRIBALES EN PAISES INDEPENDIENTES 
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 
Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, 
y congregada en dicha ciudad el 7 de junio de 1989, en su septuagésima sexta reunión; 
Observando las normas internacionales enunciadas en el Convenio y en la Recomendación 
sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957; 
Recordando los términos de la Declaración Universal de Derechos Humanos, del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, y de los numerosos instrumentos internacionales sobre la 
prevención de la discriminación; 
Considerando que la evolución del derecho internacional desde 1957 y los cambios sobrevenidos 
en la situación de los pueblos indígenas y tribales en todas las regiones del mundo hacen 
aconsejable adoptar nuevas normas internacionales en la materia, a fin de eliminar la orientación 
hacia la asimilación de las normas anteriores; 
Reconociendo las aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de sus propias instituciones 
y formas de vida y de su desarrollo económico ya mantener y fortalecer sus identidades, lenguas 
y religiones, dentro del marco de los Estados en que viven; 
Observando que en muchas partes del mundo esos pueblos no puedan gozar de los derechos 
humanos fundamentales en el mismo grado que el resto de la población de los Estados en que 
viven y que sus leyes, valores, costumbres y perspectivas han sufrido a menudo una erosión; 
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Recordando la particular contribución de los pueblos indígenas y tribales a la diversidad cultural, 
a la armonía social y ecológica de la humanidad y a la cooperación y comprensión 
internacionales; 
Observando que las disposiciones que siguen han sido establecidas con la colaboración de las 
Naciones Unidas, de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 
Alimentación, de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura y de la Organización Mundial de la Salud, así como del Instituto Indigenista 
Interamericano, a los niveles apropiados yen sus esferas respectivas, y que se tiene el propósito 
de continuar esa colaboración a fin de promover y asegurar la aplicación de estas disposiciones; 
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones sobre la revisión parcial del Convenio 
sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957 (numeral 107), cuestión que constituye el cuarto 
punto del orden del día de la reunión, y 
Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio 
internacional que revise el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957, 
Adopta, con fecha veintisiete de junio de mil novecientos ochenta y nueve, el siguiente Convenio, 




1. El presente Convenio se aplica: 
A los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales, culturales y 
económicas les distingan de otros sectores de la colectividad nacional, y que estén regidos total 
o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por una legislación especial; 
A los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho de descender 
de poblaciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece el país 
en la época de la conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras 
estatales y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias 
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 
2. La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un criterio fundamental 
para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones del presente Convenio. 
3. La utilización del término "pueblos" en este Convenio no deberá interpretarse en el sentido de 
que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho 
término en el derecho internacional. 
ARTICULO 2° 
Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los 
pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de 
esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad. 
Esta acción deberá incluir medidas: 
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Que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, de los derechos 
y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población; 
Que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de 
esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones, y sus 
instituciones; 
Que ayuden a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las diferencias 
socioeconómicas que puedan existir entre los miembros indígenas y los demás miembros de la 
comunidad nacional, de una manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida. 
ARTICULO 3° 
Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos humanos y 
libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminación. 
Las disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres y mujeres de 
esos pueblos. 
No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de los pueblos interesados, incluidos los derechos contenidos en 
el presente Convenio. 
ARTICULO 4° 
Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las personas, 
las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos 
interesados. 
Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos expresados libre mente por 
los pueblos interesados. 
El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía no deberá sufrir 
menoscabo alguno como consecuencia de tales medidas especiales. 
Ver la Lev 1381 de 2010 
ARTICULO 5° 
Al aplicar las disposiciones del presente Convenio: 
Deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, religiosas y 
espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente en consideración la índole 
de los problemas que se les plantean tanto colectiva como individualmente; 
Deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos pueblos; 
Deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos interesados, medidas 
encaminadas a allanar las dificultades que experimenten dichos pueblos al afrontar nuevas 
condiciones de vida y de trabajo. 
Ver la Lev 1381 de 2010  
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ARTICULO 6° 
1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: 
Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a 
través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectarles directamente; 
Establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar 
libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los 
niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de 
otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan; 
Establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos 
pueblos yen los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin. 
2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena 
fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr 
el consentimiento acerca de las medidas propuestas. 
ARTICULO 7° 
Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que 
atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, 
instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de 
controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, 
dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y 
programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente. 
El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de 
los pueblos interesados, con su participación y cooperación, deberá ser prioritario en los planes 
de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de 
desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho 
mejoramiento. 
Los gobiernos deberán velar porque, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en 
cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y cultural 
y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos 
pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios 
fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas. 
Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para 
proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan. 
ARTICULO 80 
Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse debidamente en 
consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario. 
Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, 
siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el 
sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre 
que sea necesario, deberán establecer procedimientos para solucionar los conflictos que puedan 
surgir en la aplicación de este principio. 
85 
La aplicación de los párrafos 1 y2 de este artículo no deberá impedir a los miembros de dichos 
pueblos ejercer los derechos reconocidos a todos los ciudadanos del país y asumir las 
obligaciones correspondientes. 
ARTICULO 9° 
En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los pueblos 
interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus 
miembros. 
Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán 
tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia. 
ARTICULO 10 
Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a miembros de 
dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus características económicas, sociales y culturales. 
Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento. 
ARTICULO 11 
La ley deberá prohibir y sancionar la imposición a miembros de los pueblos interesados de 
servicios personales obligatorios de cualquier índole, remunerados o no, excepto en los casos 
previstos por la ley para todos los ciudadanos. 
ARTICULO 12 
Los pueblos interesados deberán tener protección contra la violación de sus derechos, y poder 
iniciar procedimientos legales, sea personalmente o bien por conducto de sus organismos 
representativos, para asegurar el respeto efectivo de tales derechos. Deberán tomarse medidas 
para garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender 




1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos deberán respetar la 
importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados 
reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o 
utilizan de alguna otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación. 
"La utilización del término "tierras" en los artículos 15 y 16 deberá incluir el concepto de territorios, 
lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan 
de alguna otra manera. 
ARTICULO 14 
1. Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre 
las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, en los casos apropiados, deberán tomarse 
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medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén 
exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para 
sus actividades tradicionales y de subsistencia. A este respeto, deberá prestarse particular 
atención a la situación de los pueblos nómadas y de los agricultores itinerantes. 
Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determinar las tierras que 
los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de sus 
derechos de propiedad y posesión. 
Deberá instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para 
solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados. 
ARTICULO 15 
Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras 
deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos a 
participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos. 
En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del 
subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán 
establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de 
determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de 
emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos 
existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible 
en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por 
cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades. 
ARTICULO 16 
A reserva de lo dispuesto en los párrafos siguientes de este artículo, los pueblos interesados 
no deberán ser trasladados de las tierras que ocupan. 
Cuando excepcionalmente el traslado y la reubicación de esos pueblos se consideren 
necesarios, sólo deberán efectuarse con su consentimiento, dado libremente y con pleno 
conocimiento de causa. Cuando no pueda obtenerse su consentimiento, el traslado y la 
reubicación sólo deberá tener lugar al término de procedimientos adecuados establecidos por la 
legislación nacional, incluidas encuestas públicas, cuando haya lugar, en que los pueblos 
interesados tengan la posibilidad de estar efectivamente representados. 
Siempre que sea posible, estos pueblos deberán tener el derecho de regresar a sus tierras 
tradicionales en cuanto dejen de existir las causas que motivaron su traslado y reubicación. 
Cuando el retorno no sea posible, tal como se determine por acuerdo o, en ausencia de tales 
acuerdos, por medio de procedimientos adecuados, dichos pueblos deberán recibir, en todos los 
casos posibles, tierras cuya calidad y cuyo estatuto jurídico sean por lo menos iguales a los de 
las tierras que ocupaban anteriormente, y que les permitan subvenir a sus necesidades y 
garantizar su desarrollo futuro. Cuando los pueblos interesados prefieran recibir una 
indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles dicha indemnización, con las 
garantías apropiadas. 
Deberá indemnizarse plenamente a las personas trasladadas y reubicadas por cualquier 
pérdida o daño que hayan sufrido como consecuencia de su desplazamiento. 
ARTICULO 17 
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Deberán respetarse las modalidades de transmisión de los derechos sobre la tierra entre los 
miembros de los pueblos interesados establecidas por dichos pueblos. 
Deberá consultarse a los pueblos interesados siempre que se considere su capacidad de 
enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma sus derechos sobre estas tierras fuera de su 
comunidad. 
Deberá impedirse que personas extrañas a esos pueblos puedan aprovecharse de las 
costumbres de esos pueblos o de su desconocimiento de las leyes por parte de sus miembros 
para arrogarse la propiedad, la posesión o el uso de las tierras pertenecientes a ellos. 
ARTICULO 18 
La ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda intrusión no autorizada en las tierras de 
los pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas por personas ajenas a ellos, y 
los gobiernos deberán tomar medidas para impedir tales infracciones. 
ARTICULO 19 
Los programas agrarios nacionales deberán garantizar a los pueblos interesados condiciones 
equivalentes a las que disfruten otros sectores de la población, a los efectos de: 
La asignación de tierras adicionales a dichos pueblos cuando las tierras de que dispongan 
sean insuficientes para garantizarles los elementos de una existencia normal o para hacer frente 
a su posible crecimiento numérico; 
El otorgamiento de los medios necesarios para el desarrollo de las tierras que dichos pueblos 
ya poseen. 
PARTE. III 
CONTRATACION Y CONDICIONES DE EMPLEO 
ARTICULO 20 
Los gobiernos deberán adoptar, en el marco de su legislación nacional y en cooperación con 
los pueblos interesados, medidas especiales para garantizar a los trabajadores pertenecientes a 
esos pueblos una protección eficaz en materia de contratación y condiciones de empleo, en la 
medida en que no estén protegidos eficazmente por la legislación aplicable a los trabajadores en 
general. 
Los gobiernos deberán hacer cuanto esté en su poder por evitar cualquier discriminación entre 
los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados y los demás trabajadores, 
especialmente en lo relativo a: 
Acceso al empleo, incluidos los empleos calificados y las medidas de promoción y de ascenso; 
Remuneración igual por trabajo de igual valor; 
Asistencia médica y social, seguridad e higiene en el trabajo, todas las prestaciones de 
seguridad social y demás prestaciones derivadas del empleo, así como la vivienda; 
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d). Derecho de asociación, derecho a dedicarse libremente a todas las actividades sindicales 
para fines lícitos, y derechos a concluir convenios colectivos con empleadores o con 
organizaciones de empleadores. 
3. Las medidas adoptadas deberán en particular garantizar que: 
Los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados, incluidos los trabajadores 
estacionales, eventuales y migrantes empleados en la agricultura o en otras actividades, así 
como los empleados por contratistas de mano de obra, gocen de la protección que confieren la 
legislación y la práctica nacionales a otros trabajadores de estas categorías en los mismos 
sectores, y sean plenamente informados de sus derechos con arreglo a la legislación laboral y 
de los recursos de que disponen; 
Los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sometidos a condiciones de trabajo 
peligrosas para su salud, en particular como consecuencia de su exposición a plaguicidas o a 
otras sustancias tóxicas; 
Los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no están sujetos a sistemas de contratación 
coercitivos, incluidas todas las formas de servidumbre por deudas; 
Los trabajadores pertenecientes a estos pueblos gocen de igualdad de oportunidades y de 
trato para hombres y mujeres en el empleo y de protección contra el hostigamiento sexual. 
4. Deberá prestarse especial atención a la creación de servicios adecuados de inspección del 
trabajo en las regiones donde ejerzan actividades asalariadas trabajadores pertenecientes a los 
pueblos interesados, a fin de garantizar el cumplimiento de las disposiciones de esta parte del 
presente Convenio. 
PARTE. IV 
FORMACION PROFESIONAL, ARTESANIA E INDUSTRIAS RURALES 
ARTICULO 21 
Los miembros de los pueblos interesados deberán poder disponer de medios de formación 
profesional por lo menos iguales a los de los demás ciudadanos. 
ARTICULO 22 
Deberán tomarse medidas para promover la participación voluntaria de miembros de los 
pueblos interesados en programas de formación profesional de aplicación general. 
Cuando los programas de formación profesional de aplicación general existentes no 
respondan a las necesidades especiales de los pueblos interesados, los gobiernos deberán 
asegurar, con la participación de dichos pueblos, que se pongan a su disposición programas y 
medios especiales de formación. 
Estos programas especiales de formación deberán basarse en el entorno económico, las 
condiciones sociales y culturales y las necesidades concretas de los pueblos interesados. Todo 
estudio a este respecto deberá realizarse en cooperación con esos pueblos, los cuales deberán 
ser consultados sobre la organización y el funcionamiento de tales programas. Cuando sea 
posible, esos pueblos deberán asumir progresivamente la responsabilidad de la organización y 
el funcionamiento de tales programas especiales de formación si así lo deciden. 
ARTICULO 23 
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La artesanía, las industrias rurales y comunitarias y las actividades tradicionales y relacionadas 
con la economía de subsistencia de los pueblos interesados, como la caza, la pesca, la caza con 
trampas y la recolección, deberán reconocerse como factores importantes del mantenimiento de 
su cultura y de su autosuficiencia y desarrollo económicos. Con la participación de esos pueblos, 
y siempre que haya lugar, los gobiernos deberán velar porque se fortalezcan y fomenten dichas 
actividades. 
A petición de los pueblos interesados, deberá facilitárseles, cuando sea posible, una asistencia 
técnica y financiera apropiada que tenga en cuenta las técnicas tradicionales y las características 
culturales de esos pueblos y la importancia de un desarrollo sostenido y equitativo. 
PARTE. V 
SEGURIDAD SOCIAL Y SALUD 
ARTICULO 24 
Los regímenes de seguridad social deberán extenderse progresivamente a los pueblos 
interesados y aplicárseles sin discriminación alguna. 
ARTICULO 25 
Los gobiernos deberán velar porque se pongan a disposición de los pueblos interesados 
servicios de salud adecuados o proporcionar a dichos pueblos los medios que les permitan 
organizar y prestar tales servicios bajo su propia responsabilidad y control, a fin de que puedan 
gozar del máximo nivel posible de salud física y mental. 
Los servicios de salud deberán organizarse, en la medida de lo posible, a nivel comunitario. 
Estos servicios deberán planearse y administrarse en cooperación con los pueblos interesados 
y tener en cuenta sus condiciones económicas, geográficas, sociales y culturales, así como sus 
métodos de prevención, prácticas curativas y medicamentos tradicionales. 
El sistema de asistencia sanitaria deberá dar la preferencia a la formación y al empleo de 
personal sanitario de la comunidad local y centrarse en los cuidados primarios de salud, 
mantenimiento al mismo tiempo estrechos vínculos con los demás niveles de asistencia sanitaria. 
La prestación de tales servicios de salud deberá coordinarse con las demás medidas sociales, 
económicas y culturales que se tomen en el país. 
PARTE. VI  
EDUCACION Y MEDIOS DE COMUNICACION 
ARTICULO 26 
Deberán adoptarse medidas para garantizar a los miembros de los pueblos interesados la 
posibilidad de adquirir una educación a todos los niveles, por lo menos en pie de igualdad con el 
resto de la comunidad nacional. 
ARTICULO 27 
1. Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos interesados deberán 
desarrollarse y aplicarse en cooperación con éstos a fin de responder a sus necesidades 
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particulares, y deberán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de valores 
y todas sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales. 
La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de estos pueblos y su 
participación en la formulación y ejecución de programas de educación, con miras a transferir 
progresivamente a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de esos programas, 
cuando haya lugar. 
Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear sus propias 
instituciones y medios de educación, siempre que tales instituciones satisfagan las normas 
mínimas establecidas por la autoridad competente en consulta con esos pueblos. Deberán 
facilitárseles recursos apropiados con tal fin. 
ARTICULO 28 
Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos interesados a leer y a 
escribir en su propia lengua indígena o en la lengua que más comúnmente se hable en el grupo 
a que pertenezcan. Cuando ello no sea viable, las autoridades competentes deberán celebrar 
consultas con esos pueblos con miras a la adopción de medidas que permitan alcanzar este 
objetivo. 
Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan la oportunidad 
de llegar a dominar la lengua nacional o una de las lenguas oficiales del país. 
Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas indígenas de los pueblos 
interesados y promover el desarrollo y la práctica de las mismas. 
Ver la Lev 1381 de 2010  
ARTICULO 29 
Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos interesados deberá ser impartirles 
conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente yen pie de igualdad 
en la vida de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional. 
ARTICULO 30 
Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones y culturas de los pueblos 
interesados, a fin de darles a conocer sus derechos y obligaciones, especialmente en lo que 
atañe al trabajo, a las posibilidades económicas, a las cuestiones de educación y salud, a los 
servicios sociales y a los derechos dimanantes del presente Convenio. 
A tal fin, deberá recurrirse, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la utilización de los 
medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos pueblos. 
ARTICULO 31 
Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en todos los sectores de la comunidad 
nacional, y especialmente en los que estén en contacto más directo con los pueblos interesados, 
con objeto de eliminar los prejuicios que pudieran tener con respecto a esos pueblos. A tal fin, 
deberán hacerse esfuerzos por asegurar que los libros de historia y demás material didáctico 




CONTACTOS Y COOPERACION A TRAVES DE LAS FRONTERAS 
ARTICULO 32 
Los gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, incluso por medio de acuerdos 
internacionales, para facilitar los contactos y la cooperación entre pueblos indígenas y tribales a 
través de las fronteras, incluidas las actividades en las esferas económica, social, cultural, 




La autoridad gubernamental responsable de las cuestiones que abarca el presente Convenio 
deberá asegurarse de que existen instituciones u otros mecanismos apropiados para administrar 
los programas que afecten a los pueblos interesados, y de que tales instituciones o mecanismos 
disponen de los medios necesarios para el cabal desempeño de sus funciones. 
Tales programas deberán incluir: 
La planificación, coordinación, ejecución y evaluación, en cooperación con los pueblos 
interesados, de las medidas previstas en el presente Convenio; 
La proposición de medidas legislativas y de otra índole a las autoridades competentes y el 




La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al presente Convenio 
deberán determinarse con flexibilidad, teniendo en cuenta las condiciones propias de cada país. 
ARTICULO 35 
La aplicación de las disposiciones del presente Convenio no deberá menoscabar los derechos y 
las ventajas garantizados a los pueblos interesados en virtud de otros convenios y 





Este Convenio revisa el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957. 
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ARTICULO 37 
Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su registro, al 
Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 
ARTICULO 38 
Este Convenio obligará únicamente a aquellos miembros de la Organización Internacional del 
Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General. 
Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos miembros 
hayan sido registradas por el Director General. 
Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada miembro, doce meses 
después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación. 
ARTICULO 39 
Todo miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de un 
período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, mediante 
un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 
La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se haya registrado. 
Todo miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después de la 
expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga uso del 
derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo período de 
diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período de 
diez años, en las condiciones previstas en este artículo. 
ARTICULO 40 
El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los Miembros de 
la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas ratificaciones, declaraciones y 
denuncias le comuniquen los miembros de la Organización. 
Al notificar a los miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación que le haya 
sido comunicada, el Director General llamará la atención de los miembros de la Organización 
sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
ARTICULO 41 
El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario General de 
las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el artículo 102 de la Carta 
de las Naciones Unidas, una información completa sobre toda las ratificaciones, declaraciones y 
actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 
ARTICULO 42 
Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y considerará 




En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total o parcial 
del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en contrario: 
La ratificación, por un miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la denuncia 
inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el artículo 39, siempre 
que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor; 
A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Convenio 
cesará de estar abierto a la ratificación por los miembros. 
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para los 
miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el Convenio revisor. 
ARTICULO 44 
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas. 
La suscrita Jefe de la División de Asuntos 
Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
HACE CONSTAR: 
Que la presente reproducción es fotocopia fiel e íntegra del texto certificado del "Convenio 
número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países Independientes", adoptado por la 
Septuagésima Sexta Reunión de la Conferencia General del Trabajo, Ginebra, 1989, que reposa 
en los archivos de la División de Asuntos Jurídicos -Sección Tratados- del Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 
Dada en Bogotá, D. e., a los 6 días del mes de diciembre de 1989. 
La Jefe de la División de Asuntos Jurídicos, 
FULVIA ELVIRA BENAVIDES COTES. 
Rama Ejecutiva del Poder Público - Presidencia de la República 
Bogotá, D. E., 18 de diciembre de 1989. 
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los 
efectos constitucionales. 
(Fdo.) VIRGILIO BARCO 
El Ministro de Relaciones Exteriores, 
(Fdo.) JULIO LONDOÑO PAREDES. 
DECRETA: 
ARTICULO 1°. Apruébase el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes, adoptado por la 76a. Reunión de la Conferencia General de la OIT, Ginebra, 
1989. 
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ARTICULO 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo lo. de la Ley 7a. de 1944 el 
Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, adoptado 
por la 76a. Reunión de la Conferencia General de la OIT, Ginebra, 1989, que por el artículo 
primero de esta Ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional. 
ARTICULO 3°. La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación. 
Dada en Bogotá, D. E., a los 4 días del mes de Marzo de mil novecientos noventa y uno 
(1991). 
El Presidente del honorable Senado de la República, 
AURELIO IRAGORRI HORMAZA. 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
HERNAN BERDUGO BERDUGO. 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 
CRISPIN VILLAZON DE ARMAS. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
SILVERIO SALCEDO MOSQUERA. 
República de Colombia - Gobierno Nacional 
Dada en Bogotá, D. E., a 4 de marzo de 1991. 
Publíquese y ejecútese. 
CESAR GAVIRIA TRUJILLO 
El Ministro de Gobierno, 
HUMBERTO DE LA CALLE LOMBANA. 
El Ministro de Relaciones Exteriores, 
LUIS FERNANDO JARAMILLO CORREA. 
El Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
FRANCISCO POSADA DE LA PEÑA 




Falta de articulación 
institucional 
Colonización 
ÁRBOL DE PROBLEMAS 
Comunidad indígena Wuama —Sujeto de Derecho colectivo. 
La comunidad Kanlcuanx ha estado inmersa en el conflicto armado interno que por décadas ha tenido que soportar nuestro país, siendo estigmatizada y 
perseguida por los actores armados, causando el desarraigo de sus territorios ancestrales y su desestructuración, y con ello la consecuente vulneración, 
principalmente, de los derechos a: la diversidad cultural, dignidad, libre desarrollo de la personalidad, a un territorio, a tomar parte libremente en la vida cultural 
de la comunidad, a la clittintiWd04, a lo propio y al mejoramiento económico y social. 
Pérdida de interés por 
Falta de interés en la Desplazamiento y Vulnerabilidad mantener la memoria 
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